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CÓDIGO  DE  MIMERIA. 


ADVERTENCIAS. 


Una.  buena  legislación  ele  minas  ocupa  inducía- 
blemente  el  primer  rango  entre  las  causas  impulsi¬ 
vas  y  permanentes  del  progresivo  desarrollo  de  la 
industria,  que  con  razón  es  considerada  entre  nos¬ 
otros  como  la  dominante  y  de  mas  asegurado  por¬ 
venir.  Por  eso,  los  iniciados  en  la  materia  saluda¬ 
ron  con  alborozo  la  lei  de  13  de  octubre  de  1880, 
que  encarna  principios  y  doctrinas  de  la  mas  avan¬ 
zada  trascendencia  y  que  está  llamada  a  producir 
una  bienhechora  metamorfosis  en  el  giro  y  en  el 
ensanchamiento  de  nuestra  industria  minera. 

La  lei  de  1880,  trasunto  del  decreto-lei  de  Es¬ 
paña  de  29  de  diciembre  de  1868,  no  es  un  ensayo 
que  por  primera  vez  se  acometa.  Sus  principios 
luminosos  han  sido  sometidos  en  la  madre  patria  al 
crisol  de  la  esperiencia,  y  la  obra  de  su  implantación 
ha  sido  coronada  con  los  mas  amplios  y  satisfacto¬ 
rios  resultados. 
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ADVERTENCIAS. 


Dictados  como  han  sido  los  reglamentos  que  el 
legislador  encargó  a  la  activa  competencia  del  poder 
ejecutivo,  toca  a  los  empresarios  de  minas  apresu¬ 
rarse  a  obtener  los  beneficios  de  la  nueva  legisla¬ 
ción,  operando  un  cambio  en  la  situación  civil  de 
sus  propiedades,  acojiéndose  a  los  beneficios  de  esa 
legislación  que  significa  derecho  incontrastable,  ga¬ 
rantías  efectivas  y  base  firmísima  de  inconmensu¬ 
rables  progresos. 

Bajo  tan  halagadoras  esperanzas,  y  obedecien¬ 
do  las  órdenes  del  señor  ministro  de  hacienda,  doi  a 
luz  esta  Compilación,  teniendo  por  conveniente 
consignar  las  siguientes  advertencias. 

El  artículo  5.°  de  la  lei  de  13  de  octubre  de 
1880,  establece  que  las  minas  no  son  susceptibles 
de  división  material.  La  equivocación  padecida  al 
redactar  este  artículo,  salta  a  la  vista.  El  testo 
orijinario,  que  es  el  artículo  14  del  decreto  español 
de  29  de  diciembre  de  1868,  declara  que  la  perte¬ 
nencia  minera  es  indivisible;  y  bien  se  comprende 
que  las  palabras  mina  y  pertenencia  no  son  sinóni¬ 
mas.  Apesar  de  este  convencimiento,  el  gobierno 
ha  mantenido  el  testo  de  nuestra  lei,  en  la  persua¬ 
sión  de  que  al  aplicarla  se  tendrá  presente  el  senti¬ 
do  genuino  de  la  disposición. 

Se  ha  correjido  el  error  de  imprenta  cometido 
en  el  segundo  inciso  del  artículo  21  de  nuestra  lei, 


ADVERTENCIAS. 


III 


poniendo  la  palabra  procederá  en  vez  de  la  de  prece - 
derá,  guiándose  para  esta  rectificación  por  el  testo 
español  en  su  artículo  24. 

Se  ha  creído  que  será  mui  útil  el  conocimiento 
integro  de  las  bases  generales  para  la  nueva  legisla¬ 
ción  de  minas,  tal  como  las  formuló  en  España  el 
Ministro  don  Manuel  Ruiz  Zorrilla,  y  por  eso  se 
las  ha  reproducido  en  un  apéndice  con  el  que  ter¬ 
mina  la  Compilación. 

La  Paz,  diciembre  6  de  1882. 

Z,  CoRTADELLAS, 


Oficial  l.° 
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Narciso  Campero, 


PRESIDENTE  CONSTITUCIONAL  DE  LA  REPUBLICA, 

Por  cuanto  la  Convención  nació 
nal  ha  sancionado  la  siguiente 


LEI  DE  MINERIA 


TÍTULO  I. 

De  la  propiedad  minera. 

Artículo  1. 

Pertenecen  orijinariamente  al  Estado  las  sustancias 
metalíferas,  cualquiera  que  sea  su  oríjen  y  forma  de  yaci¬ 
miento,  hállense  en  el  interior  de  la  tierra  o  en  la  superñ- 
cie. 

Art.  2. 

Para  los  efectos  de  esta  lei  se  consideran  el  suelo  y  eJ. 
subsuelo,  como  dos  partes  distintas. 
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TÍTULO  I. 


El  suelo  comprende  la  superficie  propiamente  dicha,  y 
además,  el  espesor  a  que  haya  llegado  el  trabajo  del  pro¬ 
pietario,  ya  sea  para  el  cultivo,  ya  para  solar  y  cimenta¬ 
ción,  ya  para  otro  objeto  cualquiera  distinto  de  la  minería. 

El  subsuelo  se  estiende  indefinidamente  en  profundi- 
dad,  desde  donde  el  suelo  termina. 

Abt.  3. 

Sea  que  el  suelo  corresponda  a  propiedad  particular  o 
de  dominio  público,  el  dueño  no  pierde  su  derecho  sobre 
él  y  puede  utilizarlo,  salvo  el  caso  de  expropiación  ;el  sub¬ 
suelo  que  está  bajo  el  dominio  del  Estado,  puede,  según 
los  casos  y  sin  mas  regla  que  la  conveniencia,  ser  abando¬ 
nado  por  éste  al  aprovechamiento  común,  ser  cedido  al 
propietario  del  suelo  o  enajenado  a  quien  lo  solicite,  me¬ 
diante  una  patente  y  con  sujeción  a  las  prescripciones  que 
van  a  establecerse. 

Abt.  4. 

Las  minas  forman  un  inmueble  distinto  y  separado  del 
terreno  o  fundo  superficial,  aunque  aquellas  y  éste  perte¬ 
nezcan  a  un  mismo  dueño,  y  la  propiedad,  posesión,  uso  y 
goce  de  ellas  es  trasferible  como  en  los  demás  fundos,  con 
sujeción  sin  embargo  a  las  prescripciones  de  esta  lei. 

Abt.  5. 

Las  minas  no  son  susceptibles  de  división  material  y 
solo  admiten  la  virtual  en  acciones. 
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TÍTULO  II. 

De  la  investigación  y  cateo. 

ÁKT.  6. 

En  terrenos  del  dominio  público  y  de  propiedad  parti- 
ciliar,  no  cercados,  puede  catearse  sin  licencia,  y  es  per¬ 
mitido  hacer  calicatas  y  escavaciones. 

En  terrenos  cercados  de  propiedad  particular  no  po¬ 
drá  catearse  sin  previo  acuerdo  con  el  propietario  o  con 
licencia  judicial,  mediante  indemnización. 

Es  prohibido  catear  y  hacer  calicatas,  en  edificios, 
huertos  y  jardines  del  dominio  público  o  particular. 


TÍTULO  III, 

De  las  concesiones  y  pertenencias. 

Art.  7. 

Todo  individuo  en  ejercicio  de  los  derechos  civiles, 
puede  obtener  una  o  mas  pertenencias,  por  una  sola  con¬ 
cesión,  en  minerales  conocidos,  y  solo  treinta  pertenem 
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TÍTULO  III. 


cías,  en  minerales  recien  descubiertos.  Las  pertenencias 
que  por  su  conjunto  formen  una  concesión,  deberán  estar 
agrupadas  sin  solución  de  continuidad,  de  suerte  que  las 
contiguas  se  unan  en  toda  la  lonjitud  de  cualquiera  de 
sus  lados. 

Art.  8. 

La  prioridad  en  la  presentación  de  la  solicitud  de  con¬ 
cesión,  dá  derecho  preferente. 

Art.  9. 

Cuando  entre  dos  o  mas  concesiones  resulte  un  espa¬ 
cio  franco,  que  no  llegue  a  formar  pertenencia, se  concede¬ 
rá  a  aquel  de  los  dueños  de  las  minas  limítrofes  que  pri¬ 
mero  lo  solicite,  y  por  renuncia  de  éstos,  a  cualquier  par¬ 
ticular  que  lo  pida. 

Art.  10. 

Cuando  el  objeto  del  minero  sea  ejecutar  galerías  ge¬ 
nerales  de  investigación,  de  desagüe  o  de  trasporte,  se  le 
concederán  las  pertenencias  que  solicite,  siempre  que  hu¬ 
biere  terreno  franco,  como  en  las  demás  concesiones;  pe¬ 
ro  si  estos  trabajos  hubieren  de  atravesar  pertenencias  ya 
concedidas,  el  empresario  deberá  ponerse  de  acuerdo  pre¬ 
viamente  con  los  dueños  respectivos  y  concertar  todas  las 
demás  condiciones  para  el  caso  de  encontrar  mineral. 

Si  los  dueños  de  las  pertenencias  se  opusieren  a  la  eje¬ 
cución  de  dichas  galerías,  no  podrán  éstas  llevarse  a  ca¬ 
bo,  a  rnénos  que  no  se  instruya  espediente  de  utilidad  pú¬ 
blica. 
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Art.  11. 

La  pertenencia  o  unidad  de  medida  para  las  conce¬ 
siones  mineras,  será  un  sólido  de  base  cuadrada  de  cien 
metros  de  lado,  medidos  horizontalmenie,  en  la  dirección 
que  designe  el  peticionario,  y  de  profundidad  indefinida. 

Art.  12. 

Las  arenas  auríferas  y  estañíferas,  o  cualesquiera  otras 
producciones  metálicas  que  se  encuentren  en  los  rios  o 
placeres,  veneros,  aventaderos,  rebosaderos  o  reventazo¬ 
nes,  en  terrenos  eriales,  sean  del  dominio  público  o  par¬ 
ticular;  se  adjudicarán  en  la  misma  forma  prevista  para 
todas  las  concesiones  mineras. 

Art.  13. 

Los  desmontes,  escorias  y  relaves  de  minas  y  esta¬ 
blecimientos  abandonados,  que  se  conserven  en  terrenos 
no  cerrados  o  no  amurallados,  se  adjudicarán  al  primero 
que  quiera  trabajarlos  y  se  considerarán  vacantes,  cuando 
hayan  estado  seis  meses  sin  trabajo. 

Art.  14. 

Hecha  la  concesión  se  procederá  a  la  demarcación  de 
la  pertenencia,  aunque  no  haya  mineral  descubierto  ni 
labor  ejecutada,  siempre  que  conste  haber  terreno  franco. 

La  demarcación  podrá  comprender  toda  clase  de  te- 
L-  de  m.  2 
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TÍTULO  IT. 


rrenos,  edificios,  caminos,  etc.,  debiendo  ejecutarse  los 
trabajos  mineros  con  sujeción  a  las  reglas  de  policía  y  se¬ 
guridad. 

Los  puntos  de  partida  de  las  pertenencias  pueden  se¬ 
ñalarse  exterior  o  interiormente,  conforme  se  hagan  los 
descubrimientos  o  alcances  metalíferos,  consultando  la 
mayor  claridad  y  garantía  en  los  amojonamientos  respec¬ 
tivos. 


TÍTULO  IV. 

De  la  esplotacion  y  caducidad  de  las  minas. 

Aet.  15. 

Los  mineros  esplotarán  libremente  sus  minas,  sin 
sujeción  a  [prescripciones  técnicas  de  ningún  jénero,  sal¬ 
va  la  observancia  de  los  reglamentos  respectivos,  cuyo 
cumplimiento  será  vijilado  por  los  ajentes  de  la  au¬ 
toridad. 

Art.  16. 

Las  concesiones  son  a  perpetuidad,  mediante  el  pago 
de  una  patente  de  cinco  bolivianos  anuales  por  hectárea. 

Para  los  cerros  de  Potosí,  Machacamarca  y  demás  en 
actual  trabajo,  donde  la  pertenencia  minera  no  puede 
constituirse  conforme  al  artículo  11  de  la  presente  lei, 
por  existir  pertenencias  superpuestas,  se  establece  la  pa¬ 
tente  de  cuatro  bolivianos  por  cada  boca-mina,  sea  de 
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socavón,  barreno  o  mina  cualquiera;  esceptuándose  de 
ese  pago  tan  solo  aquellas  boca-minas  que  sirven  no¬ 
toria  y  esclusivamente  de  lumbreras  a  otras  labores. 

En  las  pertenencias  sobre  los  terrenos  y  sustancias  a 
que  se  refiere  el  artículo  12,  pagarán  la  patente  de  dos 
bolivianos.  Por  las  concesiones  a  que  se  refiere  el  artí¬ 
culo  13,  no  se  pagará  ninguna  patente. 

Art.  17. 

Dicha  patente  se  cobrará  por  semestres  anticipados  y 
se  satisfará  desde  la  fecha  de  la  concesión,  reputándose 
abandonadas  las  pertenencias  por  las  que  hubiese  dejado 
de  pagarse  el  importe  correspondiente  a  un  año,  si  per¬ 
seguido  el  minero  por  la  via  coactiva  de  apremio,  no  pa¬ 
ga  en  el  término  de  quince  dias. 

Art.  18. 

En  caso  de  falta  de  pago  de  la  patente  se  sacará  la 
mina  a  pública  subasta  y  se  adjudicará  al  mejor  postor, 
con  la  condición  de  seguir  pagando  la  patente  respectiva. 
Del  importe  del  remate  se  retendrá  para  el  fisco  la  canti¬ 
dad  adeudada,  gastos  originados  y  el  diez  por  ciento  del 
total,  el  resto  se  entregará  al  ejecutado. 

Art.  19. 

No  presentándose  postor  en  la  primera  subasta  se  vol¬ 
verá  a  sacar  a  remate,  y  no  habiendo  resultado,  se  decla¬ 
rará  franco  el  terreno. 
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TÍTULO  y. 


Art.  20. 

El  minero  que  quiera  abandonar  su  mina,  lo  pondrá 
en  conocimiento  de  la  autoridad,  y  solo  desde  esa  fecha 
queda  libre  de  la  obligación  de  pagar  la  patente. 


TÍTULO  Y. 

Bereelsos  y  deberes  de  los  mineros. 

Art.  21. 

Todo  minero  debe  permitir  la  ventilación  de  las  mi¬ 
nas  colindantes;  está  sujeto  a  la  servidumbre  del  paso  na¬ 
tural  de  aguas  de  dichas  minas,  hácia  el  desagüe  general, 
y  asimismo  a  las  reglas  de  policía,  que  en  el  reglamento 
respectivo  se  determináren. 

Pero  en  todas  esas  servidumbres  procederá  la  corres¬ 
pondiente  tasación  e  indemnización. 

Art.  22. 

Los  dueños  de  minas  indemnizarán  por  convenios 
privados  o  por  tasación  de  peritos,  con  sujeción  a  las  le¬ 
yes  comunes,  los  daños  y  perjuicios  que  ocasionáren  a 
otras  minas,  ya  por  acumulación  de  aguas  en  sus  labores, 
si  requeridos  no  las  achicasen  en  el  plazo  de  reglamento, 
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y  si  por  cualquier  otro  motivo,  ocasionáren  menoscabo  a 
intereses  ajenos  dentro  o  fuera  de  las  minas. 

Art.  23. 

Los  mineros  se  concertarán  libremente  con  los  due¬ 
ños  de  la  superficie  acerca  de  la  estension  que  necesiten 
ocupar  para  edificios  de  habitación,  almacenes,  talleres, 
oficinas  de  beneficios,  etc.;  si  no  pudieran  avenirse,  ya 
en  cuanto  a  la  estension,  ya  en  cuanto  al  precio,  el  dueño 
de  la  mina  solicitará  la  aplicación  de  la  lei  de  expropia¬ 
ción  por  causa  de  utilidad  pública. 

Art.  24. 

Los  caminos  hechos  en  la  superficie  para  el  servicio 
de  una  mina,  aprovecharán  a  las  demás,  que  se  encuen¬ 
tren  en  el  mismo  asiento;  y  en  tal  caso,  los  gastos  de 
conservación  se  repartirán  entre  ellas  a  prorata,  según  el 
uso  que  de  ellos  hicieren, 

Art,  25. 

Los  mineros  son  dueños  de  las  aguas  que  encuentren 
en  sus  trabajos. 

Art.  26. 

Son  igualmente  dueños,  dentro  de  los  límites  de  su 
pertenencia  y  en  toda  la  profundidad,  de  todas  las  vetas 
o  criaderos  de  sustancias  minerales  que  encontráren; 
siéndoles  prohibido  esplotarlas  o  seguirlas  internándose 

en  pertenencia  ajena. 
l.  DE  M. 
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ARTÍCULOS  TRANSITORIOS. 


Art.  27. 

Todo  ei  que  se  internáre  en  pertenencia  ajena  está 
obligado  a  la  restitución  del  valor  que  hubiese  esplotado, 
según  tasación  de  peritos;  si  se  le  probáre  mala  fe,  se  le 
reputará  reo  de  hurto. 

Se  presume  mala  fe,  cuando  la  internación  excede  de 
diez  metros. 

ARTÍCULOS  TRANSITORIOS, 

Art.  28. 

Los  actuales  poseedores  de  minas  pueden  construir 
sus  pertenencias  en  la  forma  prescrita  por  esta  lei,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  por  terceros. 

Art.  29. 

Las  concesiones  hechas  bajo  el  imperio  de  las  leyes 
anteriores,  adquirirán  el  carácter  de  perpetuidad  y  demás 
franquicias  consagradas  por  esta  lei,  desde  que  principien 
a  pagar  la  patente  establecida  por  ella. 

Art.  30. 

Las  cuestiones  sobre  internación,  servidumbres,  etc., 
que  surjieren  entre  las  minas  antiguas  que  no  constitu¬ 
yan  sus  pertenencias  en  la  forma  prescrita  por  la  presen¬ 
te  lei,  serán  juzgadas  y  decididas  por  las  leyes  vijentes 
en  la  fecha. 
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Art.  31. 

Los  mineros  están  sujetos  al  fuero  común,  y  la  cons¬ 
titución  de  sociedades  mineras,  se  rejirá  por  las  prescrip¬ 
ciones  del  código  mercantil. 

Art.  32. 

En  caso  de  ejecución,  los  intereses  mineros  y  meta- 
lúrjicos,  no  podrán  embargarse;  pero  a  fin  de  que  la 
ejecución  siga  sus  trámites,  los  acreedores  podrán  nom¬ 
brar  uno  o  mas  interventores,  que  serán  a  la  vez  deposi¬ 
tarios  de  las  utilidades  líquidas  de  la  empresa  respectiva. 

Art.  33. 

La  esplotacion  de  las  piedras  preciosas,  está  sujeta  a 
la  presente  lei,  miéntras  se  dicte  un  reglamento  especial, 
y  se  deroga  el  artículo  17  del  supremo  decreto  de  8  de 
enero  de  1872. 

Art.  34. 

Queda  en  vigencia  el  supremo  decreto  de  31  de  di¬ 
ciembre  de  1872,  sobre  materias  inorgánicas,  reducién¬ 
dose  a  la  mitad  las  concesiones  en  ella  otorgadas,  y  dero¬ 
gándose  el  artículo  27, 

Art.  35. 

El  ejecutivo  reglamentará  las  formalidades  que  de¬ 
ban  observarse  en  las  peticiones,  concesiones  y  amojona¬ 
miento  de  las  pertenencias  mineras,  y  dictará  un  regla- 
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ARTÍCULOS  TRANSITORIOS. 


mentó  de  policía  minera;  todo  previa  formación  de  pro¬ 
yectos  por  tres  comisiones  mineras  que  funcionarán  si¬ 
multáneamente  en  Sucre,  Potosí  y  Oruro. 

Art.  36. 

La  presente  lei  principiará  a  rejir  desde  que  el  ejecu¬ 
tivo  -haya  espedido  los  reglamentos  a  que  se  refiere  el  ar¬ 
tículo  anterior. 

Art.  37. 

Queda  derogado  el  supremo  decreto  de  23  de  julio  de 
1852  relativo  a  estacas  de  instrucción  pública. 

Comuniqúese  al  poder  ejecutivo  para  su  ejecución  y 
cumplimiento. 

Sala  de  sesiones. — La  Paz,  a  11  de  octubre  de  1880. 

NATANIEL  AGUIRRE. 

Melquíades  Loaiza,  T.  Camacho, 

Diputado  Secretario.  Diputado  Secretario. 

Por  tanto,  la  promulgo  para  que 
se  tenga  y  cumpla  como  lei  de  la  re¬ 
pública. 

Casa  de  gobierno  en  La  Paz,  a  los  trece  dias  del  mes 
de  octubre  de  mil  ochocientos  ochenta. 

NARCISO  CAMPEEO. 


J.  M.  Calvo. 


Belisario  Salinas. 

VICE  PRESIDENTE  DE  LA  REPUBLICA,  ENCARGADO  DEL  PODER  EJECUTIVO. 

Considerando: 

Que  la  lei  de  minería  de  13  de  octubre  de  1880 
autoriza  al  poder  ejecutivo  para  reglamentar  las  formali¬ 
dades  que  deben  observarse  en  las  peticiones,  concesio¬ 
nes  y  amojonamientos  de  las  pertenencias  mineras,  dis- 
,  poniendo  al  propio  tiempo  que  se  dicte  un  reglamento  de 
policía  minera,  luego  que  se  hayan  espedido  las  comisio¬ 
nes  especiales  de  Oruro,  Potosí  y  Sucre. 

Que  este  requisito  de  prévia  observancia,  ha  sido 
completado  recientemente  con  el  proyecto  de  la  comisión 
de  Sucre,  de  26  del  mes  de  mayo  último.  Oido  el  dictá- 
men  del  consejo  de  ministros; 

Decreto  el  siguiente 
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CAPÍTULO  I. 

Del  cateo. 

Artículo  1. 

Toda  persona  capaz  de  obligarse  podrá  hacer  libre¬ 
mente,  en  terrenos  de  dominio  público,  labores  someras 
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CAPÍTULO  I. 


para  descubrir  minerales,  sin  necesidad  de  licencia,  pe¬ 
ro  con  la  obligación  de  dar  aviso  previo  a  la  autoridad 
administrativa  local.  Estas  labores  denominadas  cali¬ 
catas,  no  podrán  exceder  la  estension  de  diez  metros 
en  lonjitud  o  profundidad. 

Art.  2. 

En  terrenos  cercados  de  propiedad  privada,  no  se  po¬ 
drá  abrir  calicatas  sin  que  preceda  permiso  del  dueño  o 
de  quien  lo  represente.  En  caso  de  negativa,  el  catea¬ 
dor  tiene  el  derecho  de  solicitar  del  juez  de  partido  una 
licencia  especial,  que  será  otorgada  con  sujeción  a  las 
formalidades  espresadas  en  los  siguientes  artículos. 

Art.  3. 

Presentará  un  memorial  en  el  que  esprese  su  nom¬ 
bre,  profesión  y  domicilio,  y  designe  con  precisión  el  ob¬ 
jeto  del  cateo  y  el  paraje  en  que  intenta  practicarlo,  así 
como  el  nombre,  profesión  y  domicilio  del  propietario  del 
terreno. 

Art.  4. 

El  juez  de  partido  señalará  inmediatamente  dia  y  ho¬ 
ra  para  oir  a  las  partes  interesadas,  y  con  el  resultado  de 
la  audiencia  concederá  o  negará  la  licencia  sin  ulterior 
recurso.  Si  lo  estimáre  conveniente  o  lo  pidiere  alguna 
de  las  partes,  ordenará  que  se  practique  previamente  una 
inspección  del  terreno  por  el  injeniero  fiscal,  y  a  falta  de 
éste  por  el  perito  que  designáre  al  efecto.  Cumplida  la 
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operación  pericial,  y  sin  mas  trámite,  pronunciará  la  re¬ 
solución  a  que  hubiere  lugar,  haciendo  constar  todo  en  el 
acta  que  se  sentará  en  un  libro  especial  de  audiencias 
verbales. 

Art.  5. 

Si  en  la  audiencia  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
el  dueño  del  terreno  exijiese  como  garantía  de  su  dere¬ 
cho  que  el  esplorador,  constituya  previamente  fianza  para 
indemnización  del  deterioro  que  con  la  calicata  puede 
producir,  el  juez  accederá  a  esta  petición,  declarando 
que  el  cateador  queda  sujeto  al  abono  de  los  daños  y  pei> 
juicios  que  ulteriormente  ocasionáre  en  la  finca. 

Pero  si  el  dueño  de  la  propiedad  solicita  que  se  pro¬ 
ceda  desde  luego  a  fijar  la  indemnización,  el  juez  lo  orde¬ 
nará  así  oyendo  a  las  partes  y  mandando  practicar  la  ins¬ 
pección  pericial,  si  la  estimáre  indispensable.  Con  el 
resultado  de  estos  procedimientos  determinará  la  canti¬ 
dad  de  la  indemnización  y  ordenará  su  previo  abone,  se¬ 
ñalando  a  la  vez  el  tiempo  en  que  deben  ejecutarse  las 
obras  del  cateo,  que  no  podrá  exceder  de  treinta  dias, 
contados  desde  la  fecha  en  que  se  obtuvo  el  permiso. 

Art.  6. 

El  cateador  que  habiendo  obtenido  licencia  judicial, 
conforme  a  los  artículos  precedentes,  no  haya  hecho  uso 
de  ella,  o  si  sus  trabajos  resultasen  infructuosos,  no  po¬ 
drá  solicitar  una  segunda  licencia  para  emprender  inves¬ 
tigaciones  sobre  el  mismo  terreno. 
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CAPÍTULO  II. 

De  las  pertenencias  mineras  y  su  concesión, 

Art.  7. 

La  persona  que  pretenda  obtener  una  o  mas  perte¬ 
nencias,  presentará  su  solicitud  por  sí  o  por  medio  de 
apoderado  ante  el  prefecto  del  departamento,  espresando 
con  claridad:  1.  °  su  nombre,  domicilio  y  profesión;  2.  ° 
el  nombre  que  tendrá  la  concesión;  3.  °  el  punto  de  par¬ 
tida  de  las  pertenencias  que  ha  de  señalarse  exterior  o 
interiormente,  según  el  caso,  determinando  en  lo  posible 
la  dirección  y  distancia  en  que  se  halle  de  cualquier  otro 
punto  indubitado  y  fijo;  4.  °  el  número  de  las  pertenen¬ 
cias  que  desea  adquirir;  5.  °  el  asiento  minero  al  que  co¬ 
rresponde  la  ubicación  de  las  pertenencias,  espresando 
si  es  conocido  como  tal,  o  si  se  trata  de  una  comarca  re¬ 
cién  descubierta;  6.  °  los  nombres  de  los  mineros  colin¬ 
dantes,  si  los  hubiere,  y  la  posición  respectiva  en  que  ha¬ 
brán  de  quedar  las  pertenencias  de  éstos;  7.  °  el  nom¬ 
bre  del  propietario  del  suelo,  si  éste  fuere  de  dominio 
privado. 


Art.  8.* 

Para  los  efectos  del  artículo  7.  °  de  la  lei  de  13  de 
octubre  de  1880,  se  tendrá  por  mineral  conocido  aquél  en 
que  exista  cuando  ménos  una  mina  en  actual  trabajo  o 
que  ántes  hubiese  sido  trabajada  formalmente.  Se  repu- 
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fcará  también  como  mineral  conocido  el  distrito  respecto 
del  cual  se  hubiesen  hecho  dos  o  mas  peticiones  de  rejis- 
tro  por  personas  distintas. 

Art.  9. 

Luego  que  se  presente  la  solicitud  de  concesión,  se 
pondrá  cargo  al  pié  del  escrito  con  la  firma  del  prefecto  y 
su  secretario,  debiendo  llenarse  esta  formalidad  en  pre¬ 
sencia  del  interesado. 


Art  10. 

El  peticionario  tiene  el  derecho  de  presentar  por  du¬ 
plicado  la  solicitud  de  que  habla  el  artículo  anterior:  en 
cuyo  caso,  el  cargo  se  sentará  en  ambos  ejemplares,  en 
letras,  indicando  la  hora  y  minutos,  entregándose  el  uno 
al  interesado  para  su  resguardo,  y  quedando  el  otro  en 
oficina  para  la  tramitación  ulterior. 

Art.  11. 

Se  llevará  en  la  secretaría  de  la  prefectura  un  libro 
especial  rubricado  por  el  prefecto,  de  “Peticiones  de  per¬ 
tenencias  mineras,”  en  el  que  se  hará  constar,  en  orden 
numerado  y  estrictamente  cronolójico,  el  dia,  hora  y  mi¬ 
nutos  en  que  fueren  presentadas  las  solicitudes  de  conce¬ 
sión,  debiendo  firmarse  cada  partida  por  el  secretario  y  el 
interesado,  a  quien  le  será  lícito  imponerse  de  las  anota¬ 
ciones  consignadas  anteriormente,  cuando  tuvieren  rela¬ 
ción  con  su  pedimento. 

E.  DE  LA  L.  DE  M. 
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Akt.  12,. 

Presentada  la  petición,  el  prefecto  dictará  el  auto  de 
concesión  de  las  pertenencias  solicitadas  conforme  al  ar¬ 
tículo  7.  °  de  la  lei,  mandando  al  propio  tiempo  su  pu¬ 
blicación  y  la  notificación  a  los  mineros  colindantes. 

Si  el  interesado  solicitare  testimonio  de  la  concesión, 
se  le  franqueará  en  el  papel  correspondiente, 

Art.  13. 


La  publicación  de  las  concesiones  tendrá  lugar  en 
cualquiera  de  los  periódicos  de  la  capital  del  departamen¬ 
to,  insertándose  en  tres  números  distintos*  con  interme¬ 
dio  de  diez  dias,  por  lo  méno$  de  una  inserción  a  otra. 
Si  no  hubiere  periódico,  la  publicación  se  hará  por  carte¬ 
les,  que  se  fijarán  por  treinta  dias  en  las  puertas  de  los 
tribunales  de  justicia,  de  la  municipalidad  y  de  la  nota¬ 
ría  de  minas. 

Art.  14. 

Si  durante  el  trascurso  de  los  términos  que  establece 
el  artículo  anterior  para  la  publicación  de  la  concesión* 
se  dedujere  oposición  a  ella,  alegando  prioridad  en  la 
presentación  de  la  solicitud,  o  manifestando  que  no  hai 
terreno  franco  para  las  pertenencias  solicitadas,  el  prefec¬ 
to  remitirá  los  obrados  al  respectivo  juez  de  partido  de  la 
capital,  para  que  defina  la  cuestión  por  los  trámites  del 
juicio  ordinario,  conforme  a  las  disposiciones  del  proce¬ 
dimiento  civil. 
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No  se  oirá  la  oposición  que  se  funde  en  causal  distin¬ 
ta  de  las  dos  mencionadas  en  este  artículo. 

árt.  15. 

Vencida  en  juicio  la  oposición,  o  si  en  el  término  de 
treinta  dias  no  se  presentare  opositor  alguno,  se  proce¬ 
derá  al  alinderamiento  y  posesión  de  las  pertenencias 
concedidas. 

La  petición  en  estos  casos  irá  acompañada  respecti¬ 
vamente  del  testimonio  de  las  sentencias  ejecutoriadas , 
de  los  periódicos  en  que  se  hicieron  las  publicaciones,  o 
del  certificado  del  secretario  de  la  prefectura,  si  solo  se 

fijaron  carteles. 


árt.  16, 


Cuando  en  los  casos  del  artículo  9.  °  de  la  leí  de  mi¬ 
nería,  se  presente  un  particular  cualquiera  solicitando  la 
concesión  de  una  pertenencia  incompleta,  se  ordenará  por 
ia  prefectura  que  se  comunique  noticia  a  los  dueños  de  las 
minas  limítrofes,  con  lectura  de  la  petición.  Si  trascu¬ 
rridos  diez  dias  de  la  última  notificación,  con  mas  el  tér¬ 
mino  de  la  distancia,  no  se  deduce  oposición,  se  otorgará 
sin  mas  trámite  la  concesión  solicitada. 

En  lo  demás,  serán  observadas  las  formalidades  pres¬ 
critas  para  las  pertenencias  completas. 
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CAPÍTULO  III, 

Be  la  mensura,  demarcación  y  posesión  de 
pertenencias  mineras, 

Art.  17. 

Presentada  la  solicitud  de  mensura,  alinderamiento  y 
consiguiente  posesión,  según  lo  previsto  en  el  artículo  15, 
el  prefecto  decretará  que  se  practique  la  dilijencia,  previa 
citación  de  los  mineros  colindantes  que  tengan  actual  tra¬ 
bajo  y  del  propietario  del  suelo>  señalando  al  efecto  dia  y 
hora.  Si  los  mineros  colindantes  no  fueren  hallados  pa¬ 
ra  la  citación,  se  practicará  ésta  legalmente  en  la  perso¬ 
na  de  sus  administradores,  y  en  su  defecto,  en  la  de  los 
dépendientes. 

En  la  misma  providencia  en  que  se  ordene  la  ejecu¬ 
ción  de  las  enunciadas  dilijencias,  mandará  el  prefecto 
que  se  trasmita  aviso  al  administrador  del  tesoro  público 
del  departamento,  a  efecto  de  que  abra  cargo  al  concesio¬ 
nario  por  la  patente  respectiva. 

Si  se  tratáre  de  una  pertenencia  incompleta,  el  pago 
de  la  patente  será  proporcional  a  la  estension  superficial 
que  abarque. 

Art.  18. 

La  solicitud  de  que  habla  el  artículo  anterior,  será 
presentada  dentro  del  plazo  improrogable  de  sesenta  dias 
corridos  desde  que  se  hubiese  ejecutoriado  la  sentencia  o 
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espirado  el  término  de  los  treinta  dias,  según  se  halla  es- 
presado  en  el  artículo  15. 

Si  se  dejáre  trascurrir  dicho  plazo  sin  pedir  la  demar¬ 
cación,  el  espediente  se  tendrá  por  fenecido  con  anula¬ 
ción  de  la  cencesion. 


Art.  19. 

Si  las  minas  colindantes  no  estuviesen  en  trabajo  y 
no  pudiere  darse  con  sus  propietarios  para  la  citación  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  se  publicará  un  aviso,  en 
cualquiera  de  los  periódicos  de  la  capital  del  departamen¬ 
to,  anunciando  el  dia  y  hora  de  la  dilijencia  con  designa¬ 
ción  del  interesado  y  del  mineral  en  que  deban  situarse 
las  pertenencias.  Esta  publicación  se  efectuará  por  una 
sola  vez,  con  diez  dias  de  anticipación;  y  equivaldrá  en 
sus  efectos  a  la  citación  personal,  debiendo  observarse 
igual  práctica  en  el  caso  del  artículo  12. 

Art.  20. 

Es  facultativo  al  interesado  acompañar  a  la  solicitud 
de  mensura,  un  croquis  que  demuestre  gráficamente  la 
disposición  en  que  serán  demarcadas  sus  pertenencias  y 
la  situación  en  que  habrán  de  quedar  respecto  a  las  de 
los  colindantes. 

Art.  21. 

El  prefecto  comisionará  al  sub-prefecto  o  al  juez  ins¬ 
tructor  de  la  respectiva  provincia,  a  efecto  de  que  asista  a 
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CAPÍTULO  III. 

la  mensura  y  ministre  la  posesión,  pudiendo  el  comisio¬ 
nado  subdelegar  al  correjidor  del  cantón  en  que  se  halle 
ubicado  el  mineral,  y  en  su  defecto,  a  un  alcalde  pa¬ 
rroquial. 

Art.  22. 

En  el  mismo  decreto  que  mande  practicar  la  dilijen- 
cia,  designará  el  prefecto  el  injeniero,  y  a  falta  de  éste, 
el  perito  que  deba  practicar  la  mensura  y  demarcación. 
El  interesado  podrá  nombrar  otro  por  su  parte  en  el  mo¬ 
mento  de  notificársele  dicho  decreto,  importando  su  silen¬ 
cio  en  ese  acto,  la  aceptación  implícita  del  injeniero  o  perito 
fiscal.  En  caso  de  discordia,  la  autoridad  que  presida  la 
operación  nombrará  el  tercero  que  deba  dirimirla. 

Art.  23. 

El  injeniero  o  perito  se  limitará  a  medir  las  perte¬ 
nencias  concedidas,  conforme  a  la  unidad  prescrita  por 
el  artículo  11  de  la  lei,  dando  principio  a  la  operación  del 
punto  de  partida  señalado  por  el  concesionario,  haciendo 
fijar  un  lindero  en  cada  uno  de  los  ángulos  entrantes  y 
salientes  que  resulten  en  el  perímetro  del  conjunto  de  las 
pertenencias  concedidas,  debiendo  esos  linderos  ser  per¬ 
ceptibles,  firmes  y  duraderos. 

Es  permitido  al  concesionario  construir  ántes  del  dia 
de  la  operación,  el  lindero  que  deba  servir  de  punto  de 
partida;  pero  si  se  hubiese  omitido  esta  previsión,  dicho 
lindero  será  construido  a  presencia  de  la  autoridad  que 
asista  a  la  mensura  y  del  injeniero  o  perito  que  la 
practique. 
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Art.  24. 

Terminado  el  alinderamiento  de  las  pertenencias 
comprendidas  en  la  concesión,  que  quepan  en  el  terreno 
franco  demostrado,  la  autoridad  que  presida  la  dilijencia 
ministrará  posesión  real  de  las  pertenencias  demarcadas, 
con  recorrida  de  linderos,  sentándose  dilijencia  circuns¬ 
tanciada  por  el  actuario  que  hubiese  sido  designado  al 
efecto,  y  firmando  la  autoridad,  el  injeniero  o  perito  y  el 
interesado. 

Art.  25. 

Conferida  que  fuere  la  posesión,  los  injenieros  o  peri¬ 
tos  que  hubiesen  practicado  la  mensura  y  demarcación, 
levantarán  por  duplicado  un  plano  de  las  pertenencias 
comprendidas  en  la  posesión.  Ambos  ejemplares  serán 
firmados  por  los  que  practicaron  la  operación  y  por  la 
autoridad  que  la  presidió,  debiendo  entregarse  él  uno  al 
interesado  y  el  otro  a  la  prefectura,  para  su  archivamien- 
to  en  la  notaría  de  minas. 

Art.  26. 

La  oposición  que  se  suscite  a  las  dilijencias  de  men¬ 
sura  y  posesión,  si  no  tiene  por  fundamento  la  prioridad 
de  petición  o  la  falta  de  terreno  franco,  no  podrá  ser  con¬ 
siderada  ni  dar  lugar  a  tramitación  alguna. 

Art.  27. 

* 

Las  dilijencias  de  mensura  y  posesión  referentes  a  un 
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mismo  mineral,  se  practicarán  según  el  órden  de  antela¬ 
ción  de  las  peticiones  de  concesión,  conforme  al  artículo 
8.  °  de  la  lei. 


CAPÍTULO  IY. 

Del  rejistro. 

Art.'  28. 

Los  notarios  de  minas  llevarán  un  libro  de  papel  del 
sello  correspondiente,  en  el  que  se  hará  el  rejistro  de  ca¬ 
da  concesión,  trascribiendo  la  petición  primordial  con  su 
respectivo  cargo,  el  auto  de  concesión,  la  solicitud  de 
mensura  y  alinderamiento,  con  el  certificado  de  haber 
pagado  la  primera  patente  semestral  y  el  acta  de  las  dili- 
jencias  de  mensura,  demarcación  y  posesión. 

El  testimonio  del  rejistro  hecho  conforme  a  esta  pres¬ 
cripción,  servirá  en  lo  sucesivo  de  título  para  probar  el 
dominio. 

Art.  29. 

El  mencionado  libro  se  abrirá  el  dia  1.  °  de  enero 
de  cada  año,  y  se  cerrará  el  31  de  diciembre,  sentándose 
al  fin  un  acta  firmada  por  el  prefecto  y  el  fiscal  de  distri¬ 
to,  en  la  que  ha  de  espresarse  el  numero  de  rejistros  que 
contiene.  Firmada  el  acta  y  rubricadas  todas  las  fojas 
del  libro  por  el  prefecto,  se  encuadernará  y  archivará. 
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CAPÍTULO  V. 

De  la  expropiación  por  utilidad  publica. 

Art.  30. 

De  conformidad  con  los  artículos  3,  10  y  23  de  la  lei, 
la  utilidad  pública  se  presume  en  minería  y  no  necesita 
probarse  en  los  dos  únicos  casos  que  se  espresan  a  conti¬ 
nuación: 

1.  °  Cuando  el  minero  necesita  de  cierta  estension 
del  suelo,  sea  para  la  apertura  y  ensanche  de  galerías  y 
depósito  de  escombros,  sea  para  la  construcción  de  edifi¬ 
cios  de  habitación,  almacenes,  talleres,  oficinas  de  bene¬ 
ficio  y  otras  dependencias. 

2.  °  Cuando  el  minero  necesita  ejecutar  galerías  ge¬ 
nerales  de  investigación,  de  desagüe  o  de  trasporte,  a  tra¬ 
vés  de  pertenencias  ajenas. 

Art.  31. 

El  minero  que  en  cualquiera  de  los  casos  anteriores 
no  pudiera  avenirse  con  el  dueño  del  suelo  o  del  subsue¬ 
lo,  respectivamente,  ya  en  cuanto  a  la  estension,  ya  en 
cuanto  al  precio,  ocurrirá  al  sub-prefecto  esponiendo  el 
hecho. 

Art.  32. 

El  sub-prefecto  señalará  dia  y  hora  para  la  inspec- 
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cion  ocular  del  terreno  que  se  intente  expropiar,  debien¬ 
do  las  partes,  si  no  convienen  en  un  solo  injeniero  o  ex¬ 
perto,  concurrir  cada  una  con  el  suyo;  nombrándose  por 
el  sub-prefecto,  para  el  caso  de  discordia,  el  tercero  diri- 
midor. 


Art.  33. 

A  la  hora  designada  y  hallándose  presente  la  autori¬ 
dad,  los  injenieros  o  expertos  procederán,  previo  jura¬ 
mento,  a  la  inspección  ordenada.  Con  el  informe  escrito 
que  presenten,  el  sub-prefecto  declarará  la  expropiación 
si  reconociere  que  el  terreno  solicitado  es  necesario  al  mi¬ 
nero  demandante.  En  caso  contrario,  la  negará,  termi¬ 
nando  con  esto  la  dilijencia.. 


Art.  34. 

En  el  caso  de  resolverse  la  expropiación,  procederán 
los  injenieros  o  expertos  al  justiprecio  del  terreno  solici¬ 
tado,  prestando  su  informe  escrito  para  su  aprobación 
por  el  sub-prefecto,  previa  audiencia  verbal  de  inte¬ 
resados. 

Art.  31). 

El  actuario  debe  sentar  acta  circunstanciada,  no  sien¬ 
do  obligatorio  que  la  redacción  de  los  informes  se  haga 
en  el  lugar  mismo  de  la  inspección.  El  sub-prefecto  po¬ 
drá  pronunciar  el  fallo  en  su  oficina. 
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Art.  36, 

Las  partes  pueden  apelar  ante  el  prefecto  del  depar¬ 
tamento  de  los  fallos  pronunciados  por  el  sub-prefecto. 
Si  la  apelación  se  dedujere  contra  el  fallo  que  ordene  la 
expropiación,  no  la  concederá  el  sub-prefecto,  sino  des¬ 
pués  de  practicado  y  aprobado  el  consiguiente  justiprecio. 

Art.  37. 

El  prefecto  sustanciará  la  alzada  corriendo  traslado 
del  recurso;  y  con  vista  fiscal,  decidirá  el  caso  sin  lugar 
a  reclamación. 

Se  contestará  el  traslado  en  el  término  de  seis  dias, 
y  la  decisión  final  del  prefecto  será  pronunciada  dentro 
de  los  ocho  dias  siguientes. 

Art.  38-. 

1 

Ejecutoriados  los  autos  de  expropiación  y  de  aproba¬ 
ción  de  justiprecio,  el  demandante  entregará  al  expropia¬ 
do  el  importe  íntegro  del  justiprecio  o  lo  depositará  en 
poder  de  la  persona  designada  por  la  autoridad,  en  caso 
de  negarse  aquél  a  recibirlo. 

El  depósito  tendrá  también  lugar  si  hubiese  copartí» 
cipes  o  acreedores  hipotecarios. 

No  se  admitirá  en  este  procedimiento  acción  de  terce¬ 
ría  escluyente,  sino  respecto  al  precio  del  terreno. 

Art.  39. 

Con  la  constancia  del  pago  o  del  depósito,  pedirá  el 
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demandante  la  posesión  del  terreno  expropiado,  que  el 
sub-prefecto  la  mandará  ministrar  inmediatamente. 


CAPÍTULO  VI. 

De  las  servidumbres  y  de  la  policía  minera. 

Art.  40. 

Todo  minero  debe  permitir  por  sus  pertenencias  la 
ventilación  de  las  minas  colindantes,  siempre  que  este 
servicio  no  prive  de  aire  a  sus  propias  labores. 

La  circulación  y  trasmisión  de  aire  de  una  mina  a 
otra  será  gratuita,  con  tal  que  el  propietario  de  la  mina 
sirviente  no  tenga  que  incurrir  por  este  motivo  en  gasto 
alguno.  Estará  obligado  a  tener  abierta  la  comunicación 
todos  los  dias,  sin  poder  negar  la  entrada  hasta  el  lugar 
respectivo  al  dependiente  o  trabajador  que  fuere  a  repa¬ 
rarla  o  examinarla. 

Art.  41. 

Las  controversias  que  puedan  suscitarse  con  motivo 
de  la  aplicación  de  las  reglas  establecidas  en  el  preceden¬ 
te  artículo,  ya  porque  el  dueño  de  la  mina  sirviente  se 
niegue  a  facilitar  la  circulación  de  aire  alegando  que  sus 
propias  labores  quedarían  privadas  de  ese  elemento,  o 
porque  previamente  exija  indemnización  o  caución  por 
aducir  que  el  uso  de  la  servidumbre  le  ocasiona  gastos, 
serán  decididas  por  la  autoridad  administrativa  del  lugar, 
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sin  demora  alguna,  después  de  una  inspección  pericial, 
en  caso  de  ser  necesaria,  y  oyendo  a  las  partes,  cuyas  es* 
posiciones  constarán  del  acta  correspondiente. 

Art.  42. 


Todo  minero  está  sujeto  a  permitir  en  sus  pertenen¬ 
cias  la  servidumbre  del  paso  natural  de  aguas  proceden¬ 
tes  de  las  minas  colindantes,  hácia  el  desagüe  general, 
siempre  que  se  hallen  al  nivel  o  encima  del  nivel  del  ca¬ 
ño  mas  bajo  del  desagüe  general  que  tenga  en  sus  la¬ 
bores. 

Si  para  el  curso  de  las  aguas  de  una  mina  por  las  la¬ 
bores  de  otra,  hubiere  necesidad  de  una  canaleta  espe¬ 
cial,  tendrá  lugar  su  construcción  a  costa  del  propietario 
de  la  mica  dominante. 

Procederá  siempre  al  uso  de  esta  servidumbre  la  co¬ 
rrespondiente  indemnización,  ya  por  convenio  entre  par¬ 
tes,  o  ya  por  tasación  pericial  que  ordene  la  autoridad 
oyendo  a  los  interesados. 

Art.  43. 

Para  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  a  que 
se  refiere  el  artículo  22  de  la  lei,  el  minero  perjudicado 
ocurrirá  a  la  autoridad  administrativa,  a  falta  de  un  arre¬ 
glo  amigable  con  el  dañador,  solicitando  que  se  ordene 
la  correspondiente  tasación  y  consiguiente  pago,  median¬ 
te  un  procedimiento  breve  en  juicio  sumario  y  con  las  di- 
lijencias  periciales  a  que  hubiere  lugar  según  la  naturale¬ 
za  del  caso. 
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Art,  44. 

Cuando  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  provengan 
de  la  acumulación  de  aguas,  el  minero  perjudicado  reque¬ 
rirá  al  dañador  o  a  su  representante,  que  proceda  a  achi¬ 
carlas  dentro  del  término  de  cuarenta  y  ocho  horas,  de¬ 
biendo  continuar  la  operación  sin  interrupción  hasta  con¬ 
seguir  el  desagüe  solicitado. 

Este  requerimiento  podrá  ser  dirijido  por  intermedio 
de  la  autoridad,  o  directamente  en  caso  de  urjencia,  ya 
sea  de  palabra  o  por  escrito,  con  intervención  de  dos 
testigos. 


Art.  45. 

Si  trascurren  las  cuarenta  y  ocho  horas  del  requeri¬ 
miento  intimado  en  la  forma  que  designa  el  precedente 
artículo,  sin  que  se  haya  dado  comienzo  al  achicamiento 
exijido,  la  autoridad  podrá  disponer  que  se  proceda  a  la 
operación  a  costa  del  interesado,  bajo  la  dirección  de  un 
esperto,  y  sin  que  esta  decisión  exonere  al  dañador  de  las 
reparaciones  a  que  esté  obligado. 

Art.  46. 

Un  procedimiento  análogo,  adecuado  a  la  naturaleza 
de  los  hechos  y  conforme  a  los  principios  de  equidad,  se¬ 
rá  observado  en  los  demás  casos  de  queja  por  daños 
y  perjuicios  resultantes  de  otros  motivos  que  infieran  me¬ 
noscabo  a  intereses  ajenos  dentro  o  fuera  de  las  minas.. 
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Art.  47. 

Es  permitida  a  los  mineros  convecinos  la  entrada  « 
las  minas  y  socavones  con  licencia  del  dueño;  si  éste  la 
negáre  la  otorgará  el  funcionario  de  la  administración 
que  tenga  conocimiento  del  asunto,  en  los  casos  si¬ 
guientes: 

1.  °  Cuando  haya  temor  de  que  la  labor  contigua  ha 
dado  en  agua; 

2.  °  Si  se  recela  fundadamente  que  por  ella  puede 
originarse  algún  daño  al  convecino  que  solicita  la  en¬ 
trada; 

3.  °  En  caso  de  que  el  desplome  o  deterioro  de  una 
labor  pueda  repararse  mas  fácilmente  por  la  contigua, 
aunque  para  el  efecto  haya  que  abrir  comunicación,  la 
que  será  cerrada  a  costa  del  beneficiado,  luego  que  se  hu¬ 
biese  reparado  el  derrumbamiento  o  deterioro. 

Art.  48. 

Siempre  que  los  mineros  colindantes  se  comuniquen 
en  el  interior  de  sus  labores,  se  suspenderá  inmediata¬ 
mente  todo  trabajo  en  el  punto  de  comunicación,  hasta 
tanto  que  se  acuerde  un  arreglo  conveniente  entre  los  in¬ 
teresados;  y  en  caso  de  no  ser  posible,  se  procederá  al 
deslinde,  prévia  clausura  de  la  comunicación  a  espensas 
comunes. 

El  minero  o  dependiente  que  se  negáre  a  suspender 
el  trabajo  en  el  caso  previsto  por  este  artículo,  pagará  la 
multa  de  veinticinco  a  cincuenta  bolivianos. 
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Art.  49. 

Los  empresarios  de  minas  están  obligados  a  observar 
en  el  laboreo  de  sus  pertenencias  las  disposiciones  gene¬ 
rales  de  policía  minera,  prescritas  por  este  reglamento,  y 
las  determinaciones  especiales  de  la  autoridad  jurisdiccio¬ 
nal  de  la  circunscripción. 

Deben  cuidar  sobre  todo  de  que  la  vida  y  la  salud  de 
los  trabajadores  no  se  pongan  en  peligro  ni  se  turbe  la 
tranquilidad  pública,  ni  se  amenace  la  seguridad  de  las 
minas  vecinas  o  la  firmeza  de  los  terrenos  y  edificios  de 
la  superficie. 

Art.  50. 

Las  minas  deben  conservarse  en  buen  estado  de  ven¬ 
tilación,  de  modo  que  los  operarios  no  sufran  por  conse¬ 
cuencia  de  un  aire  viciado  o  por  la  retención  de  gases  o 
miasmas  malsanos. 

Es  prohibido  mantener  trabajos  en  las  labores  donde 
arden  difícilmente  o  se  apagan  las  lámparas  por  falta  de 
aire.  Igualmente  es  prohibido  que  se  ejecuten  trabajos 
en  la  oscuridad. 


Art.  51. 

Los  mineros  están  obligados  a  construir  canaletas  de 
desagüe  y  a  ejecutar  todas  las  obras  precisas  para  mante¬ 
ner  secos  los  parajes  en  que  trabajan  sus  operarios. 
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Art.  52. 

Las  labores  de  tránsito,  de  arranque  y  esplotacion, 
así  como  los  depósitos  de  escombros,  deben  fortificarse 
de  tal  manera  que  la  vida  de  los  trabajadores  se  halle  a 
cubierto  de  todo  peligro. 

Art.  53. 

Las  máquinas  que  se  empleen  en  el  servicio  de  las 
minas,  deberán  construirse  e  instalarse  de  modo  que 
ofrezcan  una  completa  seguridad  a  la  vida  de  los  trabaja¬ 
dores. 

Las  contravenciones  a  lo  dispuesto  en  este  artículo  y 
a  lo  que  prescriben  los  artículos  50,  51  y  52,  serán  pena¬ 
das  con  una  multa  de  ciento,  doscientos  o  trescientos  bo¬ 
livianos,  según  el  námero  de  circunstancias  agravantes  y 
disminuy entes,  prévios  los  informes  que  tomará  la  auto¬ 
ridad  para  pronunciar  su  decisión,  la  que  será  ejecutada 
sin  lugar  a  recurso. 

La  multa  será  impuesta  al  empresario  aunque  alegue 
ignorancia  del  hecho,  y  sin  perjuicio  de  la  responsabili¬ 
dad  civil  y  criminal  que  pudiere  resultar  contra  otras 
personas,  en  caso  de  accidentes  siniestros. 

Art.  54. 

Para  el  cumplimiento  de  las  prescripciones  que  ante¬ 
ceden,  las  minas  están  sometidas  a  la  vijilancia  de  la  au- 
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toridad,  la  que  ordenará  su  inspección  siempre  que  lo 
juzgáre  conveniente. 

El  minero  pondrá  a  disposición  de  la  autoridad  los 
elementos  necesarios  para  la  visita  e  inspección  ordena¬ 
das,  y  suministrará  cuantos  datos  fueren  conducentes  a 
informarle  de  las  condiciones  actuales  del  trabajo. 

Art.  55. 

Cuando  de  la  inspección  y  visita  de  una  mina  resul- 
táre  que  la  vida  o  la  salud  de  los  operarios,  pueden  estar 
comprometidas  por  cualquier  motivo,  la  autoridad  dicta¬ 
rá  las  medidas  convenientes;  y  en  caso  de  reclamación, 
ordenará  un  reconocimiento  por  injenieros,  y  en  su  defec¬ 
to  por  peritos,  mandando  suspender  provisionalmente  to¬ 
do  trabajo  en  la  sección  en  que  se  denuncie  el  peligro. 

Art.  56. 

Si  por  accidente  ocurrido  en  una  mina  se  hubiese  cau¬ 
sado  la  muerte  o  heridas  graves  a  uno  o  mas  individuos, 
se  dará  aviso  inmediatamente  a  la  autoridad  para  que 
proceda  a  organizar  el  respectivo  sumario,  con  el  fin  de 
hacer  constar  el  hecho  y  las  causas  que  lo  hayan  produ¬ 
cido,  todo  a  costa  del  minero,  quien  no  puede  omitir  el 
aviso  indicado  bajo  la  responsabilidad  establecida  por  las 
leyes. 

El  jornalero  o  dependiente  que  hubiese  muerto  por 
consecuencia  de  tal  accidente,  será  sepultado  a  costa  de 
la  empresa.  La  viuda  y  los  huérfanos  tendrán  derecho  a 
que  la  misma  empresa,  les  entregue  reunida  una  suma 
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igual  al  número  de  jornales  o  sueldos  de  un  año  que  ga¬ 
naba  el  jornalero  o  dependiente  fallecido  en  el  siniestro. 

El  individuo  que  resultáre  herido  en  el  servicio  de  la 
empresa,  será  medicinado  a  costa  de  ella;  y  en  caso  de 
quedar  inutilizado  para  trabajar,  la  empresa  le  abonará 
una  suma  correspondiente  al  sueldo  o  jornal  de  un  año. 

Si  acaeciere  en  una  mina  algún  derrumbamiento  y  se 
obstruyeren  los  caminos,  quedando  incomunicados  los 
operarios,  acudirán  a  salvarlos  todos  los  que  trabajan  en 
el  asiento  mineral  hasta  una  legua  en  contorno.  No  ha¬ 
biendo  otros  mineros  en  el  lugar  o  no  siendo  bastantes 
los  que  haya,  la  autoridad  ante  quien  ocurra  el  empresa¬ 
rio  le  facilitará  sin  pérdida  de  tiempo,  la  jente  necesaria, 
haciendo  cesar  cualquier  otro  trabajo,  con  la  calidad  de 
que  aquél  abonará  los  jornales  correspondientes. 

Art.  57. 

Se  establece  por  punto  general  para  todos  los  casos 
de  resarcimiento  de  daños  causados  por  el  mal  laboreo  o 
la  conservación  irregular  de  las  minas,  que  la  acción  ci¬ 
vil  debe  dirijirse  esclusivamente  contra  las  empresas,  en 
la  persona  de  sus  propietarios  o  en  la  de  sus  administra¬ 
dores,  y  la  acción  criminal  contra  los  inmediatos  autores 
o  cómplices  del  delito,  aplicándose  el  principio  de  la  res¬ 
ponsabilidad  individual. 


Art.  58. 

Si  la  esplotacion  de  una  mina  llegáre  a  efectuarse  de¬ 
bajo  de  habitaciones  o  de  edificios,  podrá  obligarse  al  mi- 
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ñero  a  que  preste  fianza  para  el  resarcimiento  de  los  da¬ 
ños  que  pudiera  ocasionar. 

El  minero  se  libertará  de  la  fianza,  si  justifica  con 
informes  de  injenieros  o  peritos,  previa  citación  de  las 
partes  interesadas,  haber  ejecutado  las  obras  de  seguri¬ 
dad  necesarias,  para  evitar  todo  daño. 


CAPÍTULO  VIL 

De  las  autoridades  y  del  ejercicio  de  la  policía 
minera. 

Art.  59. 

El  ministro  de  industria  ejercerá  la  suprema  inspec¬ 
ción,  como  superintendente  nacional  del  ramo  de  mi¬ 
nería. 

Sus  atribuciones  son  las  siguientes:  dictar  los  regla¬ 
mentos  y  las  medidas  adecuadas  para  promover  el  fomen¬ 
to  y  progreso  de  la  minería;  circular  las  leyes,  decretos  y 
órdenes  concernientes  a  minas  y  vijilar  su  exacto  cumpli¬ 
miento,  ordenar  la  formación  y  publicación  de  la  estadís¬ 
tica  general  del  ramo  para  fin  de  año. 

Art.  60. 

Si  las  condiciones  peculiares  de  algunos  distritos  mi¬ 
neros  exijieren  reglamentación  especial,  el  ministerio  de 
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industria  la  acordará,  previo  proyecto  formado  por  los 
respectivos  prefectos  y  concejos  municipales,  que  escu¬ 
charán  a  su  vez  las  indicaciones  de  los  industriales  de  su 
circunscripción. 

Art.  61. 

Los  prefectos  serán  los  superintendentes  departamen¬ 
tales  del  ramo  y  ejercerán  vijilancia  sobre  las  autorida¬ 
des  subalternas  y  las  empresas  mineras  de  su  departa¬ 
mento. 

Determinarán  cuáles  son  los  distritos  que  han  de  ser 
clasificados  para  los  efectos  legales,  como  asientos  mine¬ 
ros,  señalando  a  cada  uno  su  correspondiente  circuns¬ 
cripción. 

Organizarán  un  museo  de  minas  cuidando  de  que  en 
él  existan  muestras  minerales  y  rocas  que  sirvan  para 
caracterizar  las  formaciones  distintivas  en  el  departa¬ 
mento;  y  ordenarán  la  publicación  anual  de  datos  esta¬ 
dísticos  concernientes  a  la  materia. 


Art.  62. 


Los  sub-prefectos  en  las  provincias  y  los  intendentes 
en  las  capitales  de  departamento  y  su  cercado  anexo, 
ejercerán  las  funciones  de  la  policía  minera. 

Les  corresponden  las  siguientes  atribuciones:  hacer 
observar  los  reglamentos  del  ramo;  visitar  las  minas  y 
establecimientos,  cuando  motivos  de  buen  orden  y  segu¬ 
ridad  lo  exijieren,  e  informar  a  la  superintendencia  del 
departamento,  sobre  todo  lo  que  estimáren  necesario;  re- 
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mitir  los  cuadros  estadísticos  respectivos  acerca  del  esta¬ 
do  de  la  minería  en  su  distrito. 

Art.  63. 

El  gobierno  nombrará  injenieros  fiscales  para  los 
principales  asientos  de  minas,  a  efecto  de  que  practiquen 
los  reconocimientos  necesarios  e  informen  al  sub-prefecto 
o  intendente,  indicando  las  medidas  policiarias  que  con¬ 
venga  adoptar. 


Art.  64. 

Quedan  facultados  los  sub-prefectos  e  intendentes  pa¬ 
ra  correjir  las  contravenciones  a  los  preceptos  de  policía 
minera  contenidos  en  este  reglamento  y  para  hacer  cum¬ 
plir  las  disposiciones  que  con  ese  objeto  acuerden  en  ca¬ 
sos  determinados,  pudiendo  imponer  multas  que  no  exe- 
dan  de  doscientos  bolivianos,  a  no  ser  que  la  falta  come¬ 
tida  estuviera  sujeta  a  una  multa  de  cantidad  deter¬ 
minada. 


Art.  65. 

Un  arancel  especial  fijará  los  derechos  que  deben  per¬ 
cibir  los  sub-prefectos,  intendentes,  injenieros  y  peritos 
por  las  dilij encías  a  que  concurrieren  y  operaciones  que 
practicáren  respectivamente. 

Mientras  se  dicte  ese  arancel,  los  prefectos  acordarán 
tarifas  provisionales,  dando  cuenta  al  gobierno  para  la 
aprobación  respectiva. 


REGLAMENTO  DE  LA  LEI  DE  MINERÍA 


39 


Art.  66. 

Los  mineros  serán  considerados  como  vecinos  de  los 
pueblos  en  cuyos  términos  estén  situadas  sus  minas,  en 
cuanto  al  uso  de  las  aguas,  montes,  dehezas,  pastos  y  de¬ 
más  aprovechamientos  comunes  en  lo  relativo  a  su  in¬ 
dustria,  sometiéndose  a  la  observancia  de  las  ordenanzas 
municipales  respectivas. 


CAPÍTULO  VIII. 

De  la  percepción  de  patentes. 

Art.  67. 

Para  el  pago  de  la  patente  prescrita  por  los  artículos 
16  y  17  de  la  lei,  se  establece  dos  semestres  fijos  que  co¬ 
rrerán  uniformemente  para  todos  los  dueños  de  pertenen¬ 
cias  mineras,  del  1.  °  de  enero  al  30  de  junio  y  del  1.  °  de 
julio  al  31  de  diciembre. 


Art.  68. 

La  patente  será  abonada  anticipadamente  durante  el 
primer  mes  de  cada  semestre,  sin  que  se  halle  eximido 
de  esta  obligación,  ni  aun  el  que  por  haber  obtenido  re¬ 
cientemente  la  posesión  de  sus  pertenencias,  hubiese  pa¬ 
gado  la  patente  en  los  últimos  dias  del  anterior  semestre. 
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Art.  69. 

Si  vencido  el  primer  mes  de  un  semestre,  no  fuere 
pagada  la  patente,  la  cuantía  de  ésta  quedará  agravada 
desde  el  siguiente  mes  con  el  interés  penal  de  un  dos  por 
ciento  mensual  durante  el  tiempo  de  la  demora. 

Para  cumplir  la  obligación  de  pagar  la  patente  se¬ 
mestral,  no  hai  necesidad  de  requerimiento  alguno  por 
parte  de  los  funcionarios  del  estado. 

Art.  70. 

El  minero  que  resultáre  deudor  de  la  patente  por  dos 
semestres,  será  ejecutado  coactivamente  mediante  pliego 
de  cargo  que  dirijirá  el  administrador  del  tesoro,  sin  es¬ 
perar  orden  de  la  prefectura,  ni  requerimiento  fiscal, 
siendo  responsable  en  caso  de  omisión  a  reponer  lo 
adeudado. 

El  procedimiento  coactivo  quedará  reducido  en  este 
caso  a  la  intimación  que  ordenará  el  prefecto,  en  vista 
del  pliego  de  cargo,  para  que  el  deudor  abone  las  paten¬ 
tes  semestrales  con  mas  el  interés  penal,  y  los  gastos  y 
espensas  que  se  ocasionáren,  dentro  del  término  de  quin¬ 
ce  dias  de  la  notificación. 

En  el  mismo  auto  dispondrá  el  prefecto  que  el  funcio¬ 
nario  ejecutor  trabe  embargo  en  las  minas  del  deudor, 
luego  que  haya  espirado  el  plazo  de  los  quince  dias,  por 
cuya  circunstancia  se  reputan  abandonadas  las  pertenen¬ 
cias  por  las  que  se  dejó  de  pagar  la  patente  del  año. 
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En  lo  demás,  se  observará  las  reglas  contenidas  en 
los  artículos  18  y  19  de  la  lei. 

Art.  71. 

La  base  para  el  remate  de  las  pertenencias  deudoras, 
será  fijada  prudencialmente  por  el  prefecto,  oyendo  al  fis¬ 
cal  y  al  administrador  del  tesoro. 


CAPÍTULO  IX. 

Disposiciones  generales, 

Art.  72. 

Los  actuales  poseedores  de  minas  que  quieran  consti¬ 
tuir  sus  pertenencias  en  la  forma  prescrita  por  la  lei  re¬ 
glamentada  por  este  decreto,  acudirán  a  la  prefectura  del 
departamento,  solicitando  que  se  practique  una  mensura 
por  hectáreas  y  la  consiguiente  demarcación,  a  efecto  de 
fijar  el  numero  de  pertenencias  según  la  nueva  unidad, 
que  desde  entonces  se  considerarán  adjudicadas  a  perpe¬ 
tuidad,  mediante  el  pago  de  la  patente  anual  prescrita 
por  dicha  lei. 

Art.  73. 

« 

Los  dueños  de  minas  en  los  asientos  de  Potosí,  Ma- 
chacamarca  y  demás  en  actual  trabajo,  donde  no  pueda 
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constituirse  'pertenencias  mineras  por  hectáreas,  podrán 
disfrutar  de  los  beneficios  de  la  nueva  lei,  pagando  la  pa¬ 
tente  que  les  está  especialmente  designada  por  su  artícu¬ 
lo  16,  bastando  para  el  efecto  que  dirijan  una  petición  a 
la  prefectura,  solicitando  que  se  ordene  el  reconocimiento 
de  las  bocaminas  sujetas  al  pago  de  la  patente,  debiendo 
cuidarse  de  que  en  la  dilijencia  estén  espresamente  desig¬ 
nadas  las  bocaminas  que  solo  sirven  de  lumbreras  a  otras 
labores. 


Art.  74. 

La  constitución  de  sociedades  mineras  se  rejirá  por 
las  prescripciones  del  código  mercantil  y  del  supremo  de¬ 
creto  de  8  de  marzo  de  1860. 

Art.  75. 

La  lei  de  minería  de  13  de  octubre  de  1880,  entra  en 
plena  vijencia  desde  la  publicación  del  presente  decreto 
reglamentario. 

El  ministro  de  hacienda  e  industria  queda  encargado 
de  la  ejecución  y  cumplimiento  de  este  decreto. 

Dado  en  la  ciudad  de  La  Paz,  a  los  veintiocho  dias 
del  mes  de  octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos 
años. 

BELISARIO  SALÍNAS. 


A.  Quijarro. 


Narciso  Campero, 

PRESIDENTE  CONSTITUCIONAL  DE  LA  REPÚBLICA. 

Considerando: 

Que  para  la  espedita  ejecución  de  las  dilijencias  y  ope¬ 
raciones  legales  a  que  dá  lugar  el  jiro  de  la  minería,  se 
hace  necesario  prefijar  los  derechos  y  emolumentos  de  los 
funcionorios  que  intervienen  en  esos  actos. 

Que  es  conveniente  llenar  prontamente  esta  necesi¬ 
dad,  después  de  haberse  puesto  en  vijencia  la  lei  de  13  de 
octubre  de  1880,  mediante  el  reglamento  de  28  de  octu¬ 
bre  ultimo. 

En  uso  de  la  facultad  que  me  otorga  esa  lei. 

Decreto  el  siguiente 

ARANCEL  PARA  EL  RABO  DE  MINERIA. 


Artículo  1. 

Los  injenieros  de  minas,  con  título  espedido  por  el 
gobierno,  llevaran  por  su  trabajo  de  mensura,  demarca¬ 
ción  y  formación  de  planos,  según  lo  prescrito  en  el  ca- 
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pítnio  3.  °  del  reglamento  de  28  del  pasado  mes  de  octu¬ 
bre,  los  siguientes  honorarios:  veinte  bolivianos  por  la 
primera  pertenencia  o  hectárea  de  una  concesión,  diez 
bolivianos  por  la  segunda;  cuatro  bolivianos  por  cada  una 
de  las  pertenencias  siguientes  hasta  veinte;  y  un  bolivia¬ 
no  por  cada  una  de  las  que  pasen  de  veinte,  cualquiera 
que  fuere  el  número  a  que  lleguen, 

Art.  2. 

« 

Lo  prescrito  en  el  anterior  artículo,  rejirá  igualmente 
para  los  casos  en  que  tengan  lugar  las  dilijencias  previs¬ 
tas  por  el  artículo  72  del  reglamento  de  minería. 

Art.  3. 

Si  las  operaciones  que  han  de  practicarse,  son  las  que 
están  determinadas  en  el  artículo  73  del  reglamento,  los 
injenieros  percibirán  por  su  trabajo  una  suma  que  repre¬ 
sente  dos  tercios  de  los  emolumentos  asignados  en  los 
artículos  precedentes  de  este  arancel. 

Art.  4. 

Los  injenieros  tendrán  también  derecho  a  percibir  los 
honorarios  que  se  espresan  en  seguida:  seis  bolivianos 
cuando  se  trate  de  la  inspección  a  que  se  refieren  los  ar¬ 
tículos  4,  5  y  33  del  reglamento;  diez  bolivianos,  en  caso 
de  que  tenga  lugar  el  justiprecio  previsto  por  el  artículo 
34;  doce  bolivianos  cuando  ejecuten  las  operaciones  men¬ 
cionadas  en  los  artículos  41,  55  y  58;  catorce  bolivianos, 


ARANCEL  PARA  EL  RAMO  DE  MINERÍA. 


45 


si  tuviesen  que  practicar  las  dilijencias  que  están  señala¬ 
das  en  los  artículos  42  y  43  de  dicho  reglamento. 

Art.  5. 

Si  no  hubiese  injenieros  con  título  del  gobierno,  po¬ 
drán  ser  empleados  en  las  dilijencias  y  operaciones  men¬ 
cionadas  peritos  o  prácticos,  munidos  con  licencia  de  la 
prefectura  a  virtud  de  competencia  reconocida;  y  tales 
funcionarios  recibirán  como  remuneración  de  sus  servi¬ 
cios,  una  mitad  de  lo  que  está  asignado  a  los  injenieros. 

Art.  6. 

En  todos  los  casos  previstos  en  los  precedentes  artí¬ 
culos,  los  sub-prefectos  e  intendentes,  cuando  intervengan 
personalmente  en  las  operaciones  y  dilijencias,  tendrán 
un  emolumento  de  cinco  bolivianos  si  se  practican  exte- 
riormente,  y  si  tienen  lugar  en  el  interior  de  las  minas, 
llevarán  diez  bolivianos. 

Los  correjidores,  jueces  instructores  y  demás  subal¬ 
ternos  en  quienes  se  delegáre  el  ejercicio  de  estas  funcio¬ 
nes,  tendrán  opcion  a  una  mitad  de  los  derechos  respec¬ 
tivamente  asignados. 


Art.  7. 

Los  sub-prefectos  y  los  intendentes,  cuando  practi¬ 
quen  las  visitas  de  que  habla  el  artículo  62  del  reglamen¬ 
to,  percibirán  un  derecho  de  diez  bolivianos,  si  la  visita 
tiene  lugar  en  el  interior  de  las  minas,  y  cinco  bolivia- 
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nos,  cuando  fuere  exterior  o  tuviere  por  objeto  un  esta^ 
blecimiento  metalúrjico. 


Art.  8. 

El  actuario  que  intervenga  en  las  dilijencias  de  de¬ 
marcación,  alinderamiento  y  posesión,  según  el  artículo 
24  del  reglamento,  recibirá  una  remuneración  de  seis  bo¬ 
livianos,  fuera  de  lo  que  le  corresponda  por  gastos  de  mo¬ 
vilidad,  según  lo  determinado  en  el  arancel  de  17  de 
abril  de  1858,  vijente  en  materia  civil. 

Art.  9. 

Por  el  acta  de  que  habla  el  artículo  35  del  reglamen¬ 
to,  cargará  el  actuario  un  derecho  de  cuatro  bolivianos,  y 
cuando  se  ministre  la  posesión  a  que  se  refiere  el  artí¬ 
culo  39  recibirá  seis  bolivianos. 

Art  10. 

En  todas  las  demás  dilijencias  para  cuya  solemnidad 
y  autenticación,  fueren  necesarias  las  funciones  del  actua¬ 
rio,  sus  emolumentos  serán  fijados,  en  cuanto  fuere  posi¬ 
ble,  por  el  mencionado  arancel  de  17  de  abril  de  1858. 

Art.  11. 

Resultando  de  las  disposiciones  contenidas  en  el .  ca¬ 
pítulo  3.  °  del  reglamento  de  la  lei  de  minería,  y  de  otras 
consignadas  en  capítulos  precedentes,  que  la  concesión  de 
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pertenencias  y  su  rejistro  deben  practicarse  en  la  capital 
del  departamento,  se -establece  que  en  lo  sucesivo  no  ha¬ 
brá  notarios  de  minas  en  las  provincias. 

Art.  12. 

Los  notarios  de  minas  formarán  su  archivo  con  todos 
los  libros  y  actuados  concernientes  al  ramo  que  al  pre¬ 
sente  se  encuentren  en  las  notarías  de  la  capital  y  de  las 
provincias,  y  con  los  que  en  adelante  se  formáren,  de¬ 
biendo  ser  todos  prolijamente  clasificados  por  provincias 
y  años.  Cada  espediente  u  obrado  se  archivará  con  el 
plano  correspondiente  que  se  le  arrime. 

Art.  13. 

A  mas  del  libro  prescrito  en  el  artículo  28  del  regla¬ 
mento  de  la  lei  de  minería,  los  notarios  llevarán  otro  con 
el  título  de  É 1  transferencias  y  contratos  de  minas,”  en  el 
que  se  tomará  razón  de  todas  las  traslaciones  de  propie¬ 
dad,  sea  por  venta,  herencia,  donación  u  otro  título,  así 
como  de  todos  los  contratos  de  constitución  o  disolución 
de  sociedad,  de  arrendamiento,  de  habilitación  y  demás 
relativos  a  negocios  de  minería. 

Art.  14. 

Los  notarios  de  minas  percibirán  por  toda  escritura 
matriz  el  doble  de  los  derechos  asignados  a  los  otros  no¬ 
tarios  por  el  artículo  19  del  arancel  de  17  de  abril  de 
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1858;  pero  por  los  testimonios  y  actuados  cobrarán  lo 
mismo  que  los  otros  notarios  y  actuarios. 

Art.  15. 

Los  notarios  de  minas  tendrán  un  índice  especial  de 
su  archivo,  cuyas  partidas  indiquen  sumariamente  el  con¬ 
tenido  de  cada  cuerpo  de  autos. 

La  infracción  de  este  precepto  y  del  que  se  contiene 
en  el  artículo  12  de  este  arancel,  será  penado  con  la  mul¬ 
ta  de  veinte  a  cien  bolivianos,  que  la  aplicará  el  prefecto 
por  sí  o  a  incitativa  del  fiscal  del  distrito. 

Art.  16. 

Los  notarios  de  minas  serán  a  la  vez  actuarios  en  los 
asuntos  del  ramo,  no  puniendo  funcionar  en  los  que  fue¬ 
ren  de  distinta  naturaleza,  bajo  pena  de  destitución. 

Art.  17. 

El  tesoro  departamental  erogará  las  sumas  que  fue¬ 
ren  precisas  para  la  instalación  de  la  oficina  del  notario 
de  minas,  debiendo  consultarse  en  todo  caso  la  seguridad 
del  archivo,  que  es  propiedad  del  estado. 

Art.  18. 

Para  el  nombramiento  y  ejercicio  de  funciones  de  los 
notarios  de  minas,  se  guardarán  las  formalidades  y  requi¬ 
sitos  que  prescriben  los  artículos  57,  58,  59  y  60  de  la 
lei  del  notariado  de  5  de  marzo  de  1858. 
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Art.  19. 

Los  que  actualmente  están  encargados  en  las  provin¬ 
cias  del  rejistro  y  del  archivo  de  minas,  los  conducirán 
personalmente  a  la  capital  del  departamento,  o  valiéndo¬ 
se  de  otra  persona  bajo  su  responsabilidad,  en  caso  de 
impedimento. 

Los  sub-prefectos  Ies  proporcionarán  viático  a  razón 
de  un  boliviano  por  legua,  y  una  asignación  de  treinta 
bolivianos  para  indemnizarles  los  gastos  de  su  permanen¬ 
cia  en  la  capital. 


Art.  20. 

Los  prefectos  podrán  otorgar  un  premio  de  ciento  a 
cuatrocientos  bolivianos  a  cada  individuo  que  arregle  sa¬ 
tisfactoriamente  el  archivo  de  la  capital  o  de  una  provin¬ 
cia,  y  forme  el  correspondiente  índice.  Para  graduar  el 
premio  se  tendrá  en  cuenta  la  magnitud  del  archivo,  y 
mui  especialmente  la  calidad  del  trabajo,  que  debe  ser 
esmerado,  limpio  y  metódico. 

En  igualdad  de  circunstancias  serán  preferidos  para 
este  arreglo  los  actuales  tenedores  de  los  archivos,  des¬ 
pués  que  el  prefecto  haya  ordenado  que  se  presenten  pro¬ 
puestas,  mediante  aviso  publicado  en  la  prensa. 

Art.  21. 

Queda  sin  efecto  lo  prescrito  en  el  artículo  65  del  re¬ 
glamento  de  minería. 

A.  PARA  EL  R.  DE  M. 
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El  ministro  de  hacienda  e  industria,  está  encargado 
de  la  ejecución  y  cumplimiento  de  este  decreto. 

Dado  en  la  ciudad  de  La  Paz,  a  los  20  dias  del  mes 
de  noviembre  del  año  de  1882. 

NARCISO  CAMPERO. 


A.  Quijarro. 


Son  conformes: — El  Oficial  l.° 


Z.  CORTADELLAS. 


.A.  3?  IÉ3 IÑT  DICE 


•  ESPAÑA 


BASES  GENERALES 


PARA  LA 


EVA  LEGISLACION  DE  MAS 


DE 


29  BE  DICIEMBRE  DE  1868 


BASES  GENERALES 


PARA  LA 

NUEVA  LEGISLACION  DE  MIAS 

DE 

29  DE  DICIEMBRE  DE  1868. 


(Fomento.)  Minas. — La  cuestión  minera,  que  es  im* 
portantísima  por  los  graneles  resultados  que  para  la  ri¬ 
queza  pública  puede  dar,  y  que  es  árdua  en  estremo  por 
las  dificultades  que  entraña,  debe  ser,  a  fin  de  conseguir 
aquéllos  y  sean  cuáles  fueren  éstas,  pronta  y  radicalmen¬ 
te  resuelta. 

No  se  le  oculta  al  ministro  que  suscribe  que  para  lle¬ 
gar  a  una  irreprochable  solución,  sería  forzoso  poner  án- 
tes  en  claro  graves  problemas  económicos  y  quizá  profun¬ 
das  cuestiones  sociales;  pero  unos  y  otros  se  agitan  toda¬ 
vía  en  la  alta  esfera  de  lo  abstracto,  y  la  vida  práctica  de 
los  pueblos  exige  soluciones  inmediatas  y  tangibles,  si¬ 
quiera  sean  imperfectas;  que  ya  por  lo  demás  la  idea  las 
irá  trasformando  lentamente  a  medida  que  se  haga  clara 
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y  distinta,  y  que  por  el  trabajo  constante  de  los  siglos  va¬ 
ya  encarnando  en  la  realidad  de  las  cosas. 

Sería  lo  primero  saber  si  en  buenos  principios  de  de¬ 
recho  la  riqueza  mineral  que  contiene  la  tierra  de  España 
ha  de  estar  invariablemente  unida  ai  suelo,  de  modo  que 
el  propietario  de  éste  lo  sea  de  la  masa  mineral  bajo  su 
finca  contenida;  o  si  por  el  contrario,  al  dominio  público 
corresponden  todas  las  minas  de  la  nación,  ya  las  espióte 
por  sí,  convirtiéndolas  en  propiedades  del  Estado,  ya  las 
ceda  con  ciertas  garantías  a  los  particulares,  o  si  final¬ 
mente  de  nadie  son,  y  a  nadie  pertenecen,  estos  elemen¬ 
tos  naturales  de  la  industria  mientras  no  deposita  en  ellos 
su  trabajo  y  de  esta  suerte  se  los  apropia  un  primer  ocu¬ 
pante.  Pero  este  problema  de  economía  social  de  hecho 
está  resuelto  en  nuestra  patria;  y  como  en  otra  ocasión 
ha  dicho  el  ministro  que  suscribe,  no  a  él,  sino  a  mas  al¬ 
ta  autoridad  compete,  o  concederle,  para  que  sea  viable 
en  un  nuevo  período,  toda  la  fuerza  de  la  sanción  revolu¬ 
cionaria,  o  trasformarlo  por  completo  vaciándolo  en  los 
nuevos  moldes  de  las  nuevas  ideas. 

El  antiguo  derecho  de  España  en  materia  de  minas 
partía  del  principio  legalista,  y  así  las  declaraba  solem¬ 
nemente  propiedad  del  Soberano  el  decreto  de  4  de  julio 
de  1825,  reflejo  fiel  de  las  absurdas  y  monstruosas  orde- 
nazas  de  Felipe  II.  Trasformada  en  época  posterior  la 
manera  política  de  ser  de  la  sociedad  española,  como  de 
toda  la  sociedad  europea,  sustituida  al  antiguo  Monarca 
de  derecho  divino,  que  en  su  persona  resumía  la  nación 
entera,  la  entidad  colectiva  del  Estado,  natural  era  susti¬ 
tuir  al  derecho  regalista  el  dominio  público,  como  así  lo 
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entendieron  y  claramente  lo  consignaron  las  leyes  de  11 
de  abril  de  1819  y  de  11  de  julio  de  1859;  y  así  también 
lia  llegado  esta  importantísima  legislación  basta  el  mo¬ 
mento  presente,  salvas  ligeras  modificaciones  de  detalle, 
que  en  nada  afectan  al  espíritu  general  que  la  inspiró. 

Si  por  virtud  de  nuevas  trasformaciones  ha  de  darse 
una  nueva  significación  a  la  idea  del  Estado  y  a  todo  el 
organismo  administrativo,  no  es  cosa  que  pueda  decidir¬ 
se  en  el  momento;  el  ministro  debe  hoi  aceptar  el  domi¬ 
nio  publico  sobre  las  minas  sin  perjuicio  de  lo  que  en  su 
dia  resuelvan  las  cortes,  y  admitido  este  principio,  es  in¬ 
evitable  la  intervención  del  poder  central  en  la  industria 
minera  aunque  deba  simplificarse  en  lo  posible,  reducirse 
a  lo  puramente  preciso,  y  hacerse  de  modo  que  esta  facul¬ 
tad  de  dominio  se  convierta,  en  cuanto  sea  dable,  en  una 
mera  acción  regularizados  de  intereses  opuestos  y  de 
opuestos  derechos. 

La  propiedad  en  la  minería,  como  en  todos  los  ramos 
de  la  industria  humana,  es  tanto  mas  fecunda  cuanto 
menos  cuesta  adquirirla  y  mas  firme  en  su  posesión;  pe¬ 
ro  ambas  condiciones  faltan  en  España  para  el  propieta¬ 
rio  de  minas,  y  por  faltar,  esta  fuente  de  riqueza  se  es¬ 
tanca  y  se  estiriliza,  y  brotan  abusos,  obstáculos  y  com¬ 
plicaciones  sin  cuento.  Larga  tramitación  en  las  ofici¬ 
nas,  investigaciones  previas  para  hacer  constar  la  exis¬ 
tencia  del  mineral,  restricciones  no  escasas  para  la  con¬ 
cesión;  esto  en  primer  término,  y  mas  tarde  un  amago 
constante  de  despojo:  tal  es  la  situación  a  que  esta  redu¬ 
cida  esta  importantísima  industria  y  esta  clase  importan¬ 
tísima  de  propiedad,  si  semejante  nombre  merece  el  efí~ 
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mero  disfrute  de  lo  que,  si  hoi  se  posee  de  hecho,  maña¬ 
na,  a  una  simple  denuncia,  queda  en  litigio;  y  que  si  deí 
denunciador  triunfa,  es  tras  largos  trámites  y  con  pérdi¬ 
da  de  la  paciencia,  de  la  tranquilidad  y  del  tiempo  que  a 
fomentar  la  mina  y  no  a  defenderla  de  la  malicia  ajena 
debió  emplearse. 

Faltan,  pues,  en  la  industria  de  que  se  trata,  si  al 
nivel  de  las  demás  ha  de  llegar,  estas  dos  condiciones:  fa¬ 
cilidad  para  conceder,  seguridad  para  esplotar. 

Para  conseguir  lo  primero,  establece  el  ministro  en  el 
artículo  15,  que  sin  calicatas,  investigaciones,  trámites, 
ni  espedientes,  el  gobernador  de  la  provincia  conceda  y 
deba  conceder,  marque  y  deba  marcar  en  terreno  franco, 
a  toda  persona,  la  masa  mineral  que  solicite,  mediante  el 
pago  de  un  censo,  derecho  o  patente;  no  de  otro  modo  que 
en  los  Estados  de  América  el  Gobierno  de  la  Union  con¬ 
cede  con  igual  rbquisito  al  intrépido  pioneer  el  terreno 
inculto,  la  selva  virgen  o  el  bosque  secular  que  con  el  tra¬ 
bajo,  la  inteligencia  y  la  constancia  han  de  convertirse 
un  dia  en  riquísima  hacienda,  en  activa  colonia  o  en  fruc¬ 
tífera  huerta.  Si  la  mina  no  existe;  si  el  concesionario 
se  equivocó,  si  maliciosamente  buscaba  un  pretesto  para 
ejercitar  ágios  y  malas  artes,  de  sentir  será;  pero  libre  de 
culpa  queda  la  administración  pública,  porque  nada  ga¬ 
rantiza;  miéntras  que  hoi  es,  bien  a  su  pesar  y  por  la 
fuerza  de  las  cosas,  cómplice  inocente  de  una  buena  parte 
de  los  errores  en  que  la  industria  minera  cae,  y  de  no 
pocas  impurezas  que  a  la  industria  minera  manchan. 

El  trabajo  en  la  esfera  privada,  bajo  su  propia  res¬ 
ponsabilidad  camina;  aleccionado  por  el  dolor  que  sus 
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faltas  le  causan,  aprende;  en  sus  fuerzas  y  nada  mas  que 
en  sus  fuerzas  confía:  y  a  estas  leyes  económicas  obedece 
la  esplotacion  de  las  masas  subterráneas  como  las  de  ma¬ 
sas  superficiales,  pues  condiciones  geométricas  de  posi¬ 
ción  no  han  de  ser  causas  que  inviertan  y  trastornen  los 
grandes  principios  y  las  grandes  leyes  económicas  del 
trabajo. 

Para  realizar  la  segunda  condición,  es  decir,  la  segu¬ 
ridad,  establece  el  ministro  que  suscribe  que  las  concesio¬ 
nes  sean  perpetuas,  y  que  constituyan  propiedades  firmí¬ 
simas  de  las  que  bajo  ningún  pretesto  puedan  ser  despo¬ 
jados  sus  dueños  miéntras  que  paguen  las  cuotas  corres¬ 
pondientes.  Así  la  denuncia  queda  anulada  por  comple¬ 
to;  ese  eterno  peligro  de  la  industria  minera,  ese  amago 
a  la  propiedad,  ese  inmenso  riesgo  creado  artificialmente 
contra  las  compañías,  y  para  el  cual  no  bai  sociedades  de 
seguros, no  existirá  de  boi  mas, y  la  persona  o  la  asociación 
que  a  esta  clase  de  trabajos  dedique  sus  capitales,  estará 
segura  de  recojer  el  fruto  de  sus  desvelos,  sin  que  la  ma¬ 
la  fé  de  un  denunciador  le  arranque,  o  por  lo  ménos  le 
dispute,  lo  que  en  buena  lei  le  pertenece. 

Tales  son  las  dos  bases  principales  en  que  descansa 
el  presente  decreto;  y  fácil  es  abora  comprender  el  espí¬ 
ritu  descentralizador  que  lo  ba  inspirado,  al  ménos  para 
las  minas  de  particulares,  que  son  las  únicas  a  que  sus 
prescripciones  se  refieren. 

El  particular  que  pretenda  acometer  empresas  de  es¬ 
ta  clase,  al  obtener  el  permiso  que  exige  el  artículo  15  y 
pagar  la  cuota,  toma  moralmente  posesión  de  la  masa  del 
terreno  que  intenta  esplotar;  la  envuelve,  por  decirlo  así, 
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en  su  derecho  y  la  hace  impenetrable  a  los  embates  de  la 
codicia  ajena;  a  su  vez  el  Estado,  que  con  el  particular 
celebró  un  contrato  solemne,  que  cedió  a  título  oneroso  y 
a  todo  riesgo  una  parte  de  su  dominio,  debe  desde  tal 
instante  proteger  resueltamente  aquella  propiedad,  pues 
proteger  vidas  y  haciendas  es  una  de  sus  mas  altas  mi¬ 
siones;  y  bien  puede  decirse,  si  a  la  situación  actual  se 
compara  la  que  por  virtud  de  este  decreto  habrá  de  crear¬ 
se,  que  la  cuota  o  patente  que  él  mismo  pague  será  una 
prima  justísima,  de  seguro,  contra  los  azares  de  la  suerte 
y  la  malicia  de  los  denunciadores. 

No  se  le  oculta  al  ministro  que  suscribe  que  talvez 
esta  solución  radical  despierte  alarmas  en  espíritus  apo¬ 
cados  y  sin  fé  en  los  grandes  principios  modernos;  pero 
después  de  meditarlo  concienzudamente,  después  de  con¬ 
sultar  la  esperiencia  y  de  ver  los  resultados  que  la  regla¬ 
mentación  ha  producido  en  España,  y  los  que  la  libre  ac¬ 
ción  de  la  industria  privada  dá  en  otras  naciones,  opta 
sin  titubear  un  punto  por  la  libertad  en  minería  como  ger¬ 
men  de  progreso  y  prenda  de  justicia. 

Dos  objeciones  pueden,  sin  embargo,  oponerse  a  las 
dos  bases  fundamentales  del  presente  decreto,  y  conviene 
desvanecerlas.  Caso  estremo,  prácticamente  imposible, 
sería  aquél  en  que,  denunciada  toda  la  superficie  de  la 
Península,  desapareciera  el  dominio  del  Estado  sobre  las 
sustancias  minerales,  y  en  que  todas  ellas  pasasen  a  la 
industria  privada;  pero  en  verdad  que  este  caso  desgra¬ 
ciadamente  ilusorio  sería  la  realización  de  un  bello  ideal; 
las  minas,  igualadas  a  las  demás  cosas,  movilizadas  por 
el  interés  del  individuo,  convertidas  en  una  propiedad  co- 
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mo  las  demás  propiedades,  entrarían  en  la  poderosa  co¬ 
rriente  del  progreso,  y  de  esta  suerte  habría  llegado  la 
industria  minera,  en  nuestro  país,  a  ser  lo  que  es  en  la 
Gran  Bretaña;  pero  no  partiendo  del  principio  inadmisi¬ 
ble  que  hace  al  dueño  del  suelo  dueño  del  subsuelo,  sino 
como  aplicación  de  la  idea  de  trabajo,  gérmen  y  funda¬ 
mento  de  la  verdadera  propiedad. 

Vender  todas  las  minas,  o  el  dominio  sobre  ellas;  dar 
salida  a  las  sustancias  subterráneas  y  lanzarlas  al  merca¬ 
do;  arrancarse  a  la  rutina  y  abrir  nuevos  caminos  a  la  li¬ 
bertad,  son  cosas  propias  de  una  revolución  que  solo  con 
reformas  radicales  y  enérjicas  puede  forzar  el  paso  por 
entre  las  apiñadas  y  traidoras  dificultades  que  la  cercan. 

En  cuanto  al  temor  de  que,  una  vez  concedida  la  mi¬ 
na,  el  dueño  de  ella  la  pudiera  dejar  inexplotada,  es  de 
todo  punto  infundado,  porque  en  primer  lugar  la  cuota 
que  anualmente  paga  es  un  estímulo  al  trabajo;  estímulo 
aun  mayor  es  su  propio  interés,  y  es  sobre  todo,  principio 
absurdo,  antisocial  y  disolvente,  el  de  arrancar  a  un  pro¬ 
pietario  lo  suyo  porque  no  lo  esplota,  o  porque  lo  esplota 
mal  o  porque  la  manera  de  esplotarlo  no  satisface  a  la  ad¬ 
ministración;  con  estos  principios  y  con  la  actual  Lei  de 
Minas  aplicada  a  las  demás  industrias,  la  propiedad  des¬ 
aparecería  bien  pronto,  y  España  se  trocaría  en  un  inmen¬ 
so  taller  nacional  o  en  un  inmenso  cáos  comunista. 

Vieja  y  desacreditada  es  la  idea  de  que  la  acción  del 
Estado  sobrepuje  en  la  industria  al  interés  particular;  y 
si  en  algún  ramo  se  pone  de  manifiesto  lo  absurdo  de  se¬ 
mejante  doctrina,  es  precisamente  en  la  industria  mine¬ 
ra;  esa  intervención  constante  del  gobierno,  esa  amenaza 
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suspendida  a  toda  hora  sobre  el  industrial  de  minas,  esa 
lei  que  le  dice:  “trabaja  el  tiempo  que  te  marco,  con  el 
pueble  que  te  fijo,  en  la  forma  que  te  impongo,  o  sin  in¬ 
demnización  alguna  te  despojo  de  lo  tuyo  en  provecho  de 
un  denunciador, ”  son  causas  de  lastimoso  atraso,  de  in¬ 
fecundas  luchas,  de  lastimosa  inmoralidad.  Concédase 
libertad  al  minero,  déjesele  distribuir  su  capital  y  su  tiem¬ 
po  como  mejor  le  convenga, protéjale  el  Estado  como  pro¬ 
tege  a  los  demás  trabajadores,  y  si  la  industria  minera  no 
alcanza  de  este  modo  la  perfección  absoluta,  porque  la 
perfección  no  es  de  humanas  sociedades,  al  ménos  llegará 
a  una  relativa  que  debe  ser  el  límite  racional  a  que  se 
aspire. 

Porque  en  la  industria  minera  la  parte  aleatoria  es 
mayor  que  en  las  demás  industrias;  por  esto  mismo,  y 
para  compensar  tal  desventaja,  debe  cuidarse  de  no  opri¬ 
mirla  artificialmente;  porque  vive,  por  decirlo  así,  bajo 
.tierra  y  ahogada  en  estrechas  galerías,  necesita  para  sus 
faenas  mas  aire  de  libertad. 

A  las  dos  bases,  cuyo  verdadero  sentido  acaba  de  es- 
plicar  el  ministro  que  suscribe,  debe  unirse  otra  tercera 
como  principio  de  equilibrio  y  armonía  entre  opuestos  de¬ 
rechos  que  en  mas  de  una  ocasión  chocan  entre  sí,  provo¬ 
cando  conflictos  que  conviene  prever  y  evitar:  tales  son 
el  que  tiene  el  minero  sobre  la  masa  subterránea  que  le 
ha  sido  cedida,  y  el  que  ejerce  el  dueño  de  la  superficie. 

A  poner  este  punto  en  claro  se  encaminan  los  artícu¬ 
los  5  y  27,  y  por  esta  razón  se  distinguen  terminante¬ 
mente  en  todos  los  casos  dos  regiones:  el  suelo  o  superfi¬ 
cie,  y  el  subsuelo  o  masa  subterránea.  Hasta  tal  punto 
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que,  aun  no  habiendo  diferencia  mineralógica  entre  el 
suelo  y  el  subsuelo,  exigen  los  sanos  principios  del  dere¬ 
cho  distinguirlos  y  separarlos  por  el  pensamiento;  por¬ 
que  si  el  suelo  es  de  propiedad  particular,  nunca  podrá 
concederlo  el  gobierno  ni  arrancar  a  su  dueño,  con  moti¬ 
vo  de  mejor  aprovechamiento,  lo  que  en  buena  lei  le  per¬ 
tenece;  al  paso  que  siempre  el  subsuelo  estará  bajo  el  do¬ 
minio  público,  y  siempre  podrá  el  Estado  cederlo  para 
trabajos  subterráneos  que  dejen  intacta  y  libre  la  super¬ 
ficie. 

Esta  sin  embargo,  se  halla  y  dado  nuestro  derecho 
debe  hallarse  sometida  a  ciertas  servidumbres,  y  entre 
ellas  al  paso  desde  el  exterior  al  interior,  o  sea  desde  el 
suelo  al  subsuelo,  que  es  donde  la  mina  se.  encuentra. 

Como  el  Estado,  en  nuestro  actual  organismo,  para 
abrir  grandes  arterias  por  donde  el  comercio  y  las  perso¬ 
nas  circulen,  tiene  el  derecho  de  expropiar,  tiene  el 
dueño  de  las  minas,  para  ir  a  su  filón,  el  de  romper  el 
suelo,  aunque  no  le  pertenezca,  y  ocupar  una  parte  de  la 
superficie;  pero  siempre  que  se  trate  de  terrenos  de  par¬ 
ticulares,  deberá  preceder  a  este  acto  la  lei  de  utilidad 
pública  con  todos  sus  requisitos  y  garantía,  y  deberán 
marcarse  los  límites  de  la  mina  en  la  superficie  para  que 
no  se  ataque  ni  dañe  lo  que  ni  pertenece  al  minero  ni  en 
la  concesión  pudo  estar  comprendido;  así  lo  consigna  el 
artículo  27. 

Si  el  Estado  puede  hoi  invocar  un  derecho  sobre  las 
materias  subterráneas  para  intervenir  en  el  aprovecha¬ 
miento  que  de  ellas  se  haga,  casos  hai  en  que,  porque  así 
lo  aconseja  el  interés  general,  debe  hacer  renuncia  de 
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aquel  derecho  y  abandonar  tales  sustancias  a  la  acción  li¬ 
bre  y  espontánea  de  los  particulares.  De  aquí  nace  la 
división  esencialmente  práctica,  y  sancionada  por  una 
larga  esperiencia  que  los  artículos  1,  2,  3  y  4  establecen, 
así  como  los  principios  que  en  el  artículo  6  se  consignan, 
prescripciones  todas  que  no  son  contrarias  al  principio 
único  que  el  ministro  adopta,  sino  ántes  bien,  aplicacio¬ 
nes  varias  de  este  principio,  como  varios  son  los  casos 
que  en  la  práctica  ocurren.  En  todos  ellos  el  derecho 
del  Estado  sobre  la  masa  mineral  subsiste  y  se  respeta; 
mas  para  ciertas  materias  de  Ínfimo  valor  y  entregadas 
por  costumbre  al  aprovechamiento  libre,  el  Estado  re¬ 
nuncia  a  este  derecho.  Y  aun  hai  otra  causa  decisiva  en 
abono  de  tal  resolución:  el  artículo  3  de  la  lei  vigente  ce¬ 
de  al  dueño  del  suelo  la  propiedad  del  subsuelo  cuando 
se  trata  de  sustancias  de  la  primera  clase;  hé  aquí  un  he¬ 
cho  consumado  y  un  derecho  adquirido  que,  miéntras  el 
dominio  público  se  considere  como  legítimo,  es  forzoso 
respetar. 

Para  las  sustancias  de  la  segunda  sección  interviene 
ya  el  Estado,  aunque  ofreciendo  ciertas  ventajas  al  dueño 
del  suelo;  condescendencia  justa,  pues  la  minería  es  en 
estos  casos,  por  punto  general,  incompatible  con  la  exis¬ 
tencia  de  la  superficie,  y  ántes  de  anular  un  derecho  en 
nombre  del  de  expropiación,  bueno  es  brindar  al  intere¬ 
sado  medios  conciliatorios.  Por  último,  en  las  minas 
propiamente  dichas,  el  dominio  del  Estado  se  conserva 
íntegro,  y  la  concesión  se  hace  al  primer  peticionario  sin 
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contar  con  el  dueño  de  la  superficie,  porque  salvas  cier¬ 
tas  servidumbres  recíprocas,  ambos  derechos  son  compa¬ 
tibles. 

Las  aplicaciones  de  estos  preceptos  podrán  ser  difíci¬ 
les  en  algunos  casos,  como  lo  es  siempre  la  realidad  con 
su  abrumadora  riqueza  de  accidentes;  pero  los  principios 
son,  dado  el  dominio  público  sobre  las  minas,  justos 
y  aceptables. 

Finalmente,  las  relaciones  jurídicas  que  deban  exis¬ 
tir  entre  unas  minas  y  otras,  y  entre  éstas  y  el  suelo,  se¬ 
rán  objeto  de  disposiciones  especiales.  De  este  cúmulo 
de  derechos  contrapuestos,  todos  son  claros  y  precisos  en 
sus  centros  respectivos:  por  ejemplo,  el  del  dueño  en  la 
superficie,  el  del  minero  en  el  filón;  pero  al  aproximarse 
unos  a  otros,  al  llegar  a  sus  mútuas  fronteras,  al  bajar  el 
dueño  del  suelo  y  subir  el  dueño  de  la  masa  subterránea, 
acercándose  ambos  al  plano  ideal  y  límite  que  el  derecho 
concibe,  es  cuando  brota  la  duda  y  surgen  los  con¬ 
flictos.  He  aquí  por  qué  es  de  todo  punto  necesario  un 
reglamento  de  policía  subterránea,  según  se  establece 
en  el  artículo  29. 

En  resumen:  facilidad  para  conceder,  seguridad  en 
la  posesión,  deslinde  claro  y  preciso  entre  el  suelo  y  el 
subsuelo,  son  los  tres  principios  en  que  se  funda  este  de¬ 
creto,  cuyas  prescripciones  deberán  desarrollarse  en  el 
correspondiente  reglamento. 

En  virtud  de  las  consideraciones  anteriores,  como 
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miembro  del  gobierno  provisional  y  Ministro  de  Fo¬ 
mento. 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 


Clasificación  y  dominio  de  las  sustancias  minerales. 

Artículo  1. 

Son  objeto  del  presente  decreto  las  sustancias  útiles 
del  reino  mineral,  cualquiera  que  sea  su  origen  y  forma 
de  yacimiento,  hállense  en  el  interior  de  la  tierra  o  en  la 
superficie,  y  para  su  aprovechamiento  se  dividen  en  tres 
secciones. 

Art.  2. 

En  la  primera  sección  se  comprenden  las  produccio¬ 
nes  minerales  de  naturaleza  terrosa,  las  piedras  silíceas, 
las  pizarras,  areniscas  o  asperones,  granitos,  basaltos, 
tierras  y  piedras  calizas,  el  yeso,  las  arenas,  las  margas, 
las  tierras  arcillosas,  y  en  general  todos  los  materiales  de 
construcción  cuyo  conjunto  forma  las  canteras. 

Art.  3. 

Corresponden  a  la  segunda  sección  los  placeres, 
arenas  o  aluviones  metalíferos,  los  minerales  de  hie- 
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rro,  de  pantanos,  el  esmeril,  ócres  y  almagras,  los  es¬ 
coriales  y  terrenos  metalíferos  procedentes  de  benefi¬ 
cios  anteriores,  las  turberas,  las  tierras  piritosas,  alu¬ 
minosas,  magnesianas  y  de  batan,  los  salitrales,  los 
fosfatos  calizos,  la  baritina,  espato  flúor,  esteatita,  kao¬ 
lín  y  las  arcillas. 


Art.  4. 

Se  comprenden  en  la  tercera  sección  los  criaderos  de 
las  sustancias  metalíferas,  la  antracita,  bulla,  lignito,  as¬ 
falto  y  betunes,  petróleo  y  aceites  minerales,  el  grafito, 
las  sustancias  salinas,  comprendiendo  las  sales  alcalinas 
y  terreo- alcalinas,  ya  se  encuentren  en  estado  sólido,  ya 
disueltas  en  el  agua,  las  caparrosas,  el  azufre  y  las  pie-, 
dras  preciosas. 

Debe  considerarse  que  pertenecen  también  a  este 
grupo  las  aguas  subterráneas. 

Art.  5. 

En  todos  los  terrenos  que  contengan  las  sustancias 
espresadas  por  los  artículos  anteriores,  u  otras  a  ellas 
análogas,  se  considerarán  siempre  para  los  efectos  de  es¬ 
te  decreto  dos  partes  distintas. 

1.a  El  suelo,  que  comprende  la  superficie  propia¬ 
mente  dicha,  y  además  el  espesor  a  que  haya  llegado  el 
trabajo  del  propietario,  ya  sea  para  el  cultivo,  ya  para 
solar  y  cimentación,  ya  con  otro  objeto  cualquiera  distin¬ 
to  del  de  la  minería. 
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2.a  El  subsuelo,  que  se  estiende  indefinidamente  en 
profundidad  desde  donde  el  suelo  termina. 

Art.  6. 

El  suelo  podrá  ser  de  propiedad  particular  o  de  do¬ 
minio  público,  y  el  dueño  nunca  pierde  el  derecho  sobre 
él,  ni  a  utilizarlo,  salvo  caso  de  expropiación;  el  subsue¬ 
lo  se  halla  originariamente  bajo  el  dominio  del  Estado  y 
éste  podrá,  según  los  casos  y  sin  mas  regla  que  la  con¬ 
veniencia,  abandonarlo  al  aprovechamiento  común,  ce¬ 
derlo  gratuitamente  al  dueño  del  suelo,  o  enajenarlo  me¬ 
diante  un  cánon  a  los  particulares  o  asociaciones  que  lo 
soliciten;  pero  todo  ello  con  sujeción  estricta  a  lo  que  de¬ 
terminan  los  artículos  siguientes. 

Art.  7. 

Las  sustancias  comprendidas  en  la  primera  sección 
son  de  aprovechamiento  común  cuando  se  hallan  en  te¬ 
rrenos  de  dominio  publico. 

Cuando  estén  en  terrenos  de  propiedad  privada,  el 
Estado,  confirmando  el  artículo  3.°  de  la  lei  vigente  de  mi¬ 
nas,  cede  dichas  sustancias  al  dueño  de  la  superficie, 
quien  podrá  considerarlas  como  propiedad  suya, y  utilizar¬ 
las  en  la  forma  y  tiempo  que  estime  oportunos,  sin  que 
quede  sometido  a  las  formalidades  y  cargos  del  presente 
decreto. 

Estas  esplotaciones  solo  estarán  sujetas  a  la  inter¬ 
vención  administrativa  en  lo  que  se  refiere  a  la  seguri- 
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dad  de  las  labores,  según  determine  el  reglamento  de 
inspección  y  policía  mineras. 

Art.  8. 

Las  sustancias  comprendidas  en  la  segunda  sección 
estarán  sujetas,  en  cuanto  a  la  propiedad  y  a  la  esplota- 
cion,  a  las  mismas  condiciones  del  artículo  precedente. 
Pero  cuando  se  hallen  en  terreno  de  particulares,  el  Es-' 
tado  se  reserva  el  derecho  de  cederlas  a  quien  solicite  su 
esplotacion  si  el  dueño  no  las  esplota  por  sí,  con  tal  que 
ántes  se  declare  la  empresa  de  utilidad  pública,  y  se  in¬ 
demnice  al  dueño  por  la  superficie  expropiada  y  daños 
causados.  Según  el  artículo  19  establece,  el  que  obten¬ 
ga  la  concesión  deberá  pagar  anualmente  un  eánon  de 
dos  escudos  por  hectárea,  pero  el  dueño  está  libre  de  esta 
carga  si  lleva  a  cabo  por  sí  la  esplotacion. 

Art.  9. 

Las  sustancias  de  la  tercera  sección  solo  podrán  es- 
plotarse  en  virtud  de  concesión  que  otorgue  el  gobierno, 
con  arreglo  a  las  prescripciones  de  este  decreto. 

La  concesión  de  las  sustancias  a  que  se  refiere  este 
artículo  constituye  una  propiedad  separada  de  la  del  sue¬ 
lo,  cuando  una  de  ambas  deba  ser  anulada  y  absorbida 
por  la  otra,  proceden  la  declaración  de  utilidad  pública, 
la  expropiación  y  la  indemnización  correspondiente. 
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De  las  investigaciones  y  de  las  pertenencias, 

Art  10. 

Todo  español  o  extrangero  podrá  hacer  libremente, 
en  terrenos  de  dominio  público,  calicatas  o  escavaciones 
que  no  excedan  de  diez  metros  de  estension  en  longitud 
o  profundidad,  con  objeto  de  descubrir  minerales;  para 
ello  no  necesitará  licencia,  pero  deberá  dar  aviso  prévia- 
mente  a  la  autoridad  local. 

En  terrenos  de  propiedad  privada  no  se  podrán  abrir 
calicatas  sin  que  preceda  permiso  del  dueño  o  de  quien 
lo  represente. 

Art.  11. 

La  pertenencia  o  unidad  de  medida  para  las  conce¬ 
siones  mineras  relativas  a  las  sustancias  de  la  segunda  y 
de  la  tercera  sección,  es  un  sólido  de  base  cuadrada  de 
100  metros  de  lado,  medidos  horizontalmente  en  la  di¬ 
rección  que  designe  el  peticionario,  y  de  profundidad  in¬ 
definida  para  estas  últimas  sustancias.  Para  las  prime¬ 
ras  termina  dicha  profundidad  donde  concluye  la  materia 
esplotable. 


Art.  12. 

Los  particulares  podrán  obtener  cualquier  número  de 
pertenencias  por  una  sola  concesión,  con  tal  que  este  nú¬ 
mero  sea  superior  a  cuatro.  Todas  las  pertenencias  que 
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por  su  conjunto  formen  una  concesión  deberán  estar  agru¬ 
padas  sin  solución  de  continuidad,  de  suerte  que  las  con¬ 
tiguas  se  unan  en  toda  la  longitud  de  uno  cualquiera  de 
sus  lados. 

Art.  13. 

Cuando  entre  dos  o  mas  concesiones  resulte  un  espa¬ 
cio  franco,  cuya  estension  superficial  sea  menor  de  cua¬ 
tro  hectáreas  o  que  no  se  preste  a  la  división  por  perte¬ 
nencias,  se  concederá  a  aquel  de  los  dueños  de  las  minas 
limítrofes  que  primero  lo  solicite,  y  por  renuncia  de  és¬ 
tos  a  cualquier  particular  que  lo  pida. 

Art.  14. 

La  pertenencia  minera  es  indivisible  en  las  compras, 
ventas,  cambios  u  otras  operaciones  análogas  de  los  due¬ 
ños  de  las  minas. 

De  las  concesiones,  explotación  y  caducidad  de 

ias  minas, 

Art.  15. 

Para  obtener  la  propiedad  de  cuatro  o  mas  pertenen¬ 
cias  mineras,  ya  de  la  segunda,  ya  de  la  tercera  sección, 
ge  acudirá  al  gobernador  por  medio  de  una  solicitud  en 
que  se  espresen  con  claridad  todas  las  circunstancias  de 
la  concesión  que  se  solicita. 

El  gobernador,  instruido  el  oportuno  espediente  s@- 
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gun  en  el  reglamento  se  determine,  y  demostrada  la  exis¬ 
tencia  de  terreno  franco,  deberá  precisamente  en  todos 
los  casos,  previa  la  publicidad  necesaria  para  oir  las  re¬ 
clamaciones  que  pudieran  intentarse,  disponer  que  se  de¬ 
marque  la  concesión,  y  otorgar  ésta  en  un  plazo  que  no 
exceda  de  cuatro  meses,  a  contar  de  la  fecha  de  presenta¬ 
ción  del  escrito. 


Art.  16. 

La  prioridad  en  la  presentación  de  la  solicitud  da  de¬ 
recho  preferente;  pero  si  se  trata  de  sustancias  de  la  se¬ 
gunda  sección,  el  dueño  será  siempre  preferido  si  se  com¬ 
promete  a  esplotarlas  en  un  plazo  que  la  administración 
le  marque  y  no  exceda  de  treinta  dias. 

Art.  17. 

La  demarcación  de  los  límites  en  cada  concesión  de¬ 
berá  hacerse,  cumplidas  que  sean  las  condiciones  del  ar¬ 
tículo  15,  aunque  no  haya  mineral  descubierto  ni  labor 
ejecutada. 

Estas  demarcaciones  podrán  comprender  toda  clase 
de  terrenos,  edificios,  caminos,  obras,  etc.,  siempre  que 
los  trabajos  mineros  se  ejecuten  con  sujeción  a  las  reglas 
de  policía  y  seguridad. 


Art.  18. 

Cuando  el  objeto  sea  ejecutar  galerías  generales  de  in¬ 
vestigación, desagüe  o  traspórtele  solicitarán  las  pertenen- 


LA  NUEVA  LEGISLACION  DE  MINAS. 


71 


cias  necesarias  siempre  que  hubiere  terreno  franco, como  en 
las  demás  concesiones;  pero  si  estos  trabajos  hubieren  de 
atravesar  pertenencias  ya  concedidas,  el  empresario  debe¬ 
rá  ponerse  de  acuerdo  previamente  con  los  dueños  respec¬ 
tivos, y  concertar  todas  las  demás  condiciones  para  el  ca¬ 
so  de  encontrar  mineral. 

Si  los  dueños  de  las  pertenencias  se  opusieran  a  la 
ejecución  de  dichas  galerías,  no  podrán  éstas  llevarse  a 
cabo  a  ménos  que  no  se  instruya  espediente  de  utilidad 
pública. 

Art.  19. 

Las  concesiones  para  la  esplotacion  de  sustancias  mi¬ 
nerales  son  a  perpetuidad,  mediante  un  cánon  anual  por 
hectárea  que  se  fijará  en  la  siguiente  forma — 

Para  las  sustancias  de  la  segunda  sección,  2  escudos; 
para  las  metalíferas,  esceptuando  el  hierro,  y  para  las 
piedras  preciosas,  15  escudos;  para  las  sustancias  com¬ 
bustibles,  el  hierro  y  todas  las  demás  de  la  tercera  sec¬ 
ción,  5  escudos. 

El  cánon  deberá  pagarse  desde  la  fecha  en  que  la  con¬ 
cesión  se  ’haga;  miéntras  el  dueño  de  la  mina  satisfaga 
puntualmente  dicha  cantidad,  la  administración  no  po¬ 
drá  privarle  del  terreno  concedido,  sea  cual  fuere  el  gra¬ 
do  en  que  lo  espióte. 


Art.  20. 

Si  en  un  mismo  terreno  existen  sustancias  de  la  se¬ 
gunda  y  de  la  tercera  sección  y  es  imposible  esplotar  am- 
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bas  a  la  vez,  se  concederán  al  primer  solicitante,  sea  el 
que  quiera. 

Si  éste  solicita  esplotar  las  sustancias  de  la  tercera 
sección,  podrá  estender  sus  trabajos  mineros  a  las  de  la 
segunda;  pero  si  la  petición  se  refiere  a  estas  últimas, 
agotadas  que  sean,  necesitará  el  interesado  nueva  conce¬ 
sión  para  esplotar  cualquiera  de  las  de  la  tercera. 

Art.  21. 

Los  mineros  podrán  disponer  libremente,  como  de 
cualquiera  otra  propiedad,  de  cuantos  derechos  se  les 
aseguran  por  el  presente  decreto.  Se  esceptúan  los  pro¬ 
ductos  minerales  estancados,  sobre  los  que  se  observarán 
la§  reglas  que  rigieren  en  la  materia  mientras  subsista  el 
estanco. 

Art.  22. 

Los  mineros  esplotarán  libremente  sus  minas  sin  su¬ 
jeción  a  prescripciones  técnicas  de  ningún  género,  escep- 
tuando  las  generales  de  policía  y  seguridad.  Para  afir¬ 
mar  el  cumplimiento  de  estas  ultimas,  la  administración 
por  medio  de  sus  agentes,  ejercerá  la  oportuna  vigilancia. 

Art.  23. 

Las  concesiones  mineras  solo  caducarán  cuando  el 
dueño  deje  de  satisfacer  el  importe  de  un  año  del  cánon 
que  le  corresponda,  y  que  perseguido  por  via  de  apremio 
no  lo  satisfaga  en  el  término  de  15  dias,  o  resulte  insol¬ 
vente. 
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En  este  caso  se  declarará  nula  la  concesión  y  se  sa¬ 
cará  la  mina  a  pública  subasta:  de  la  cantidad  que  se  ob  - 
tenga,  la  administración  retendrá  la  suma  que  se  le  adeu¬ 
daba,  los  gastos  orijinados  y  el  cinco  por  ciento  del  total: 
el  resto  se  entregará  al  primer  dueño. 

Si  no  dieran  resultado  tres  subastas  sucesivas,  se  de¬ 
clarará  el  terreno  franco. 

Hasta  que  el  dueño  de  la  mina  participe  al  goberna¬ 
dor  su  desistimiento  o  abandono,  permanecerá  sujeto  a 
las  cargas  y  prescripciones  de  este  decreto  y  de  los  regla¬ 
mentos  para  su  ejecución. 

Derechos  y  deberes  de  los  mineros. 

Art.  24. 

Todo  minero  deberá  facilitar  la  ventilación  de  las  mi¬ 
nas  colindantes;  estará  sujeto  a  la  servidumbre  del  paso 
de  aguas  de  dichas  minas  hácia  el  desagüe  general,  y  asi¬ 
mismo  a  las  reglas  de  policía  que  en  el  reglamento  espe¬ 
cial  se  determinen.  Pero  en  todas  estas  servidumbres 
procederá  la  correspondiente  tasación  e  indemnización. 

Art.  25. 

Para  ejecutar  galerías  de  investigación,  trasporte  o 
desagüe,  se  seguirán  las  reglas  que  marca  el  artículo  18. 

Art.  26. 

Todo  dueño  de  minas  indemnizará  por  convenios 
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privados  o  por  tasación  de  peritos  con  sujeción  a  las  le¬ 
yes  comunes  los  daños  y  perjuicios  que  ocasionare  a  otras 
minas,  ya  por  acumulación  de  aguas  en  sus  labores,  si 
requerido  no  las  achicase  en  el  plazo  de  reglamento,  ya 
de  otro  modo  cualquiera  por  el  cual  resultáre  menoscabo 
a  intereses  ajenos  dentro  o  fuera  de  las  minas. 

Entre  los  perjuicios  ocasionados  se  contarán  siempre 
los  que  correspondan  al  tiempo  que  tarde  en  verificarse  el 
desagüe;  y  además  entregará  el  causante  al  dueño  de  la 
mina  perjudicada  una  parte  de  los  beneficios  obtenidos, 
si  los  hubiere,  a  juicio  de  peritos. 

Art.  27. 

Los  mineros  se  concertarán  libremente  con  los  due¬ 
ños  de  la  superficie  acerca  de  la  estension  que  necesiten 
ocupar  para  almacenes,  talleres,  lavaderos,  oficinas  de  be¬ 
neficio,  depósitos  de  escombros  o  escorias,  instalación  de 
máquinas,  bocaminas,  etc.  Si  no  pudiera  avenirse,  ya 
en  cuanto  a  la  estension,  ya  en  cuanto  al  precio,  el  due¬ 
ño  de  la  mina  solicitará  del  gobernador  la  aplicación  de 
la  lei  sobre  utilidad  pública. 

En  los  informes  del  Ingeniero  y  de  la  Diputación  se 
tendrán  en  cuenta  y  se  apreciarán  como  corresponda:  pri¬ 
mero,  la  necesidad  de  la  expropiación;  segundo,  las  ven¬ 
tajas  que  por  una  y  otra  parte  ofrecen,  ya  la  esplotacion 
de  las  minas,  ya  el  cultivo  o  esplotacion  del  suelo,  para 
poner  en  claro  de  este  modo  cual  de  ambos  intereses  debe 
ser  atendido. 

En  todo  caso  deberá  preceder  al  acto  de  expropiar  la 
correspondiente  indemnización. 


LA  NUEYA  LEGISLACION  DE  MINAS. 


75 


Art.  28. 

Los  mineros  son  dueños  de  las  aguas  que  encuentren 
en  sus  trabajos.  Una  lei  especial  fijará  reglas  sobre  el 
aprovechamiento  de  las  comentes  subterráneas  y  sobre 
los  derechos  de  los  particulares  por  cuyas  pertenencias 
atraviesan. 

.  Art.  29. 

Un  reglamento  de  policía  fijará  detalladamente  los 
deberes  y  derechos  de  los  mineros,  así  como  las  atribu¬ 
ciones  de  la  administración,  y  mui  principalmente  los 
preceptos  de  salubridad  pública  a  que  están  sujetas  todas 
las  minas. 


Disposiciones  generales. 

Art.  30. 

Los  actuales  dueños  de  minas  podrán  optar  libremen¬ 
te  entre  la  lei  que  hoi  rije  y  este  decreto,  con  tal  que  nin¬ 
gún  denuncio  contra  dichas  minas  se  halle  en  tramita¬ 
ción.  Desde  el  dia  en  que  se  acojan  al  presente  decreto 
y  comiencen  a  pagar  el  cánon  correspondiente  adquieren 
la  mina  a  perpetuidad. 

Art.  31. 

En  el  mismo  caso  se  encuentran  todos  aquellos  que 
tengan  espedientes  de  registro  en  tramitación. 
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Art.  32. 

Se  derogan  todas  las  prescripciones  de  la  legislación 
actual  contrarias  a  lo  que  se  dispone  en  este  decreto. 
Las  disposiciones  restantes,  tanto  de  la  lei  como  del  re¬ 
glamento,  se  declaran  subsistentes  sin  perjuicio  de  lo 
que  en  su  dia  se  determine. 

Art.  33. 

El  gobierno  presentará  a  las  cortes  un  proyecto  de 
lei  de  minería. 

Madrid,  29  de  diciembre  de  1868. 


El  Ministro  de  Fomento, 

Manuel  Ruiz  Zorrilla. 
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